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han generado un espacio de reflexión respecto a los principales desafíos que enfrenta Uruguay para alcanzar las 
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Luego de una fase inicial de entrevistas a expertos calificados, análisis y relevamiento de evidencia, y de inter-
cambio con las agencias, fondos y programas de Naciones Unidas en Uruguay, el presente documento resume 
los principales hallazgos surgidos del proceso denominado “Transiciones al desarrollo sostenible en Uruguay”. 
De esta forma, se ponen a disposición una serie de insumos de carácter analítico con el fin de contribuir con los 
debates en el campo de las políticas públicas.

Las opiniones expresadas en esta publicación pertenecen a los autores y no necesariamente representan las opinio-
nes de las Naciones Unidas. Se agradece la difusión y reproducción en cualquier medio, con indicación de la fuente.

El uso genérico del masculino en esta publicación responde a la intención de simplificar la redacción y disminuir 
la sobrecarga en la lectura. Por lo tanto, de ninguna manera pretende constituir una discriminación entre mujeres 
y varones, lo cual es una preocupación para este equipo de trabajo.
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Prólogo

El camino hacia el desarrollo sostenible es complejo y enfrenta a los países a desafíos de 

diverso orden. Supone, tal como plantea la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030, rede-

finir el paradigma de desarrollo vigente y transitar procesos de transformación de carácter 

estructural. No se trata solamente de cambiar prácticas de producción, consumo y relacio-

namiento entre las personas. El llamado global, del que Uruguay forma parte, es a activar 

transformaciones que reconfiguren relaciones entre la economía, la sociedad y el ambiente.  

La pandemia de COVID-19 ha enfrentado al mundo a una situación que de alguna manera 

es una advertencia, una suerte de “adelanto” planetario relacionado con los riesgos de no 

actuar. Tal como lo plantea este informe, visibiliza la impostergable necesidad de dar un giro 

relevante al modo de concebir el progreso. 

Todos los actores son protagonistas y corresponsables de que esta transformación se 

viabilice. La sociedad civil organizada, el sector privado, la academia y las personas son 

parte de la solución. En este marco los actores de la política pública son fundamentales, ya 

que cumplen un rol central en la generación de condiciones, la orientación de las acciones 

y construcción de una visión compartida. 

Este informe tiene como objetivo contribuir al debate y al avance hacia una visión común 

sobre el desarrollo sostenible en Uruguay. Esto no lo ubica como un documento sólo para 

“pensar el futuro”, sino también para construir el presente en clave de un futuro capaz de 

generar condiciones de bienestar multidimensional a las generaciones de hoy y de mañana. 

En este camino no existen recetas ni atajos; las soluciones a los desafíos pueden ser múl-

tiples, los motores y los frenos a la transformación no necesariamente están visibilizados. El 

informe aborda desafíos críticos, visibiliza tensiones e identifica disyuntivas a través de un 

análisis que se realiza de manera conectada de modo de ofrecer una perspectiva novedosa 

al debate.

El mundo reconoce la complejidad y la incertidumbre como dos rasgos de época que 

la política pública debe incorporar. En este sentido los países deben desarrollar capacidad 

analítica cada vez más sofisticada para dar respuestas adecuadas y oportunas que den 

cuenta del presente y construyan sostenibilidad y resiliencia colectiva. 



8

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

La Oficina de la Coordinadora Residente y el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo en Uruguay buscan promover la reflexión en torno a los retos de desarrollo que 

enfrenta el país y aportar insumos que nutran el intercambio entre los actores que forman 

parte de la construcción de estrategias de desarrollo a mediano y largo plazo, así como del 

diseño de políticas públicas y la definición de acciones orientadas al logro de los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible (ODS).   

Mireia Villar Forner

Coordinadora Residente de las

Naciones Unidas en Uruguay

Stefan Liller

Representante Residente

del Programa de las Naciones Unidas

para el Desarrollo en Uruguay
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Resumen ejecutivo

La Agenda 2030, traducida en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), es una hoja de 

ruta para la humanidad. Abarca casi todos los aspectos del bienestar humano y planetario 

y, de cumplirse, proporcionaría una vida estable y próspera para todas las personas y ga-

rantizaría la conservación y salud del planeta. En este año y medio el progreso de los ODS 

ha recibido un duro golpe, uno que será de gran alcance en los próximos años. De hecho, 

desde que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo comienza a calcular el Ín-

dice de Desarrollo Humano en el año 1990, se observa por primera vez un retroceso global. 

Sin embargo, la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 vuelve a demostrar la pertinencia 

de lo que ya es inherente a los ODS: los desafíos a los que nos enfrentamos no se pueden 

abordar de forma aislada o sectorial.

Asimismo, la pandemia ha visibilizado aún más los desafíos estructurales presentes en el 

Uruguay. En particular, los relacionados con la seguridad social, el mercado de trabajo y las 

desigualdades persistentes. A ello se suman desafíos que, si bien no están estrechamente 

relacionados con la pandemia, pueden entorpecer la recuperación de la economía y el bien-

estar de su población en un futuro cercano: la baja productividad y el deterioro del ambiente. 

Estos desafíos estructurales se han ido gestando y han estado presentes desde hace déca-

das. Sin embargo, el fin del ciclo económico expansivo que marcó la década siguiente a la 

crisis económico-financiera de 2002 los ha puesto nuevamente en evidencia. 

Después de un período de crecimiento sin precedentes, desde mediados de 2014, la 

economía uruguaya enlenteció su ritmo hasta encontrarse prácticamente estancada. Al 

mismo tiempo, las políticas laborales, sociales y tributarias desplegadas parecen haber al-

canzado un techo en su capacidad para producir nuevos saltos cualitativos en materia de 

inclusión y distribución del ingreso. Para transitar desde la actual situación de país de “altos 

ingresos” hacia un estadio de desarrollo sostenible, el país debe abordar una serie de re-

formas. Los cambios demográficos, económicos y sociales en curso interpelan al país y lo 

colocan frente a desafíos estructurales que hoy dificultan transformaciones impostergables: 

la compatibilización entre la dimensión ambiental y la productiva, la solidaridad y fiscalidad 

intergeneracional, y las desigualdades persistentes con fuertes expresiones de carácter in-

tergeneracional, de género y territorial.
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El abordaje de estos desafíos complejos radica en la definición de una hoja de ruta sobre 

cómo impulsar un proceso de desarrollo sostenible de largo plazo, mediante el rol estraté-

gico de las políticas públicas, entendidas como toda acción organizada en favor del interés 

común y contando con una activa participación de la sociedad civil organizada, el sector pri-

vado y la ciudadanía en general. En momentos en los que es necesario formular una nueva 

generación de políticas públicas para continuar reduciendo desigualdades, se vuelve impe-

rativo revertir la tendencia observada en los últimos años de pérdida de confianza población 

en la capacidad de las instituciones públicas para impulsar cambios.

Abordar desafíos complejos hace imprescindible superar los abordajes sectoriales. Tras-

cender el análisis fragmentado de las esferas productivas, sociales y ambientales, para re-

flexionar sobre los desafíos pendientes, y por lo tanto sobre posibles soluciones, implica 

buscar nuevas formas de pensar los desafíos, articulando narrativas compatibles con el de-

sarrollo sostenible. 

En este documento se definen las transiciones como el conjunto de caminos posibles (y 

necesarios) para alcanzar los objetivos del desarrollo. Este enfoque parte del establecimien-

to de ciertos nodos críticos, o sea, aquellos espacios intersectoriales donde múltiples dimen-

siones interactúan y se conectan con potencial para producir transformaciones. La interac-

ción de las dimensiones a través de nodos críticos permite identificar complementariedades, 

pero también tensiones. A la vez, proporciona un conjunto de oportunidades estratégicas 

en las que basar la formulación de políticas públicas integrales, coherentes e innovadoras. 

Para el caso de Uruguay se identifican dos nodos críticos que estructuran el análisis de 

este trabajo. Por un lado, la transformación económico-productiva para la sostenibilidad y la 

igualdad, y, por otro, la convergencia de capacidades para la inclusión. Esto implica ir hacia 

un modelo de desarrollo que armonice las dimensiones económica, social y ambiental de 

manera equilibrada. Es decir, un modelo productivo y de consumo sostenible que garantice 

la inclusión de las poblaciones vulnerables, a través del empleo decente y la protección so-

cial de manera simultánea con la protección del ambiente. 

A pesar de ciertos avances en las políticas de desarrollo productivo, el país aún cuenta 

con rezagos en materia de transformación productiva sostenible y de adquisición de base 

tecnológica. Por otro lado, el magro desempeño agregado en materia de productividad y la 

creciente brecha entre los niveles de actividad de diferentes sectores económicos son resul-

tado de una estructura económica dual. Esta heterogeneidad estructural, similar en muchos 

aspectos a la que se observa en el resto de los países de la región, dificulta la consolidación 

de un proceso consistente de incremento de productividad y de desarrollo sostenible de 

largo plazo. En tanto, la significativa transformación registrada en el sector agropecuario en 

las últimas dos décadas presionó de forma significativa los límites ambientales. 

Un proyecto de desarrollo productivo sostenible debe construirse sobre la base tanto de 
ventajas comparativas tradicionales, a través del fortalecimiento de las cadenas globales de 
valor existentes como impulsar el desarrollo de nuevas ventajas competitivas, mediante la 
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generación de mayores niveles de productividad sistémica, que impliquen una mayor apli-
cación de tecnología y conocimiento. Para lograr este objetivo, una de las grandes apues-
tas deberá ser una mayor inversión en ciencia, tecnología e innovación. Su fortalecimiento 
requiere, a su vez, una mayor sinergia entre el Estado y el sector privado. Potenciar este 
ámbito y mejorar los incentivos para invertir en capacidad de innovación es imprescindible 
para lograr un salto cualitativo en la forma de pensar el progreso técnico sostenible. 

Además, se requiere profundizar las herramientas desplegadas para promover sectores 
intensivos en conocimiento y en empleo. Una discusión profunda sobre qué políticas im-
plementar requiere de más y mejor información de resultados a través del tiempo. Implica 
una mirada integrada sobre las transiciones pendientes en materia de incentivos fiscales e 
impuestos, costos y daños ambientales, generación de empleo de calidad y efectos en la 
distribución de la riqueza, procesos de captura del Estado y situaciones de privilegio que 
puedan generarse como resultado de la interacción entre decisiones privadas y la imple-
mentación de políticas públicas. 

Junto con una transformación productiva, Uruguay debe profundizar e impulsar un con-
junto de políticas públicas estratégicas con relación a su matriz de bienestar social. El país ha 
avanzado en el proceso de convergencia de capacidades básicas de personas, grupos e insti-
tuciones. Sin embargo, esta convergencia no ha alcanzado para erradicar la ausencia de priva-
ciones extremas en toda la población. Las capacidades aumentadas permiten a las personas 
disfrutar de mayor libertad de elección a lo largo de su vida. Para promover la plena inclusión 
de la ciudadanía, el país tiene pendiente seguir expandiendo las capacidades y oportunidades 
para la población en general, pero en particular hacia grupos y comunidades históricamente 
excluidos. Para ello se debe garantizar el acceso a empleo de calidad, seguridad social, cui-
dados, educación, salud y vivienda. Asimismo, se debe avanzar en la convergencia de capa-
cidades aumentadas en todos los niveles, a través de políticas que incorporen el enfoque de 
género y del ciclo de vida. 

Al observar las características de los hogares en situación de pobreza monetaria es po-
sible comprender los alcances y limitaciones de los avances recientes en materia de gene-
ración y distribución de los ingresos en el Uruguay. Estos hogares están conformados por 
adultos con bajo nivel educativo, alto desempleo e informalidad, y con un mayor número de 
niños y niñas que los demás hogares. Garantizar ingresos y acceso efectivo a educación de 
calidad para estos hogares mejorará sus perspectivas de bienestar futuro. A su vez, las fuer-
tes transformaciones en la composición de la población harán cada vez más relevantes las 
configuraciones de protección social, cuidados y salud, que además verán crecientemente 
desafiado su financiamiento con la reducción del peso relativo de la población en edad de 
trabajar. Por lo tanto, este es un punto clave que requerirá de una estrategia clara y de largo 
plazo desde las políticas públicas para impulsar un desarrollo sostenible que incremente el 
bienestar y la calidad de vida de la población.

Una mirada conjunta a los objetivos de la Agenda 2030 y a los avances y desafíos del 

país en las últimas décadas requiere trascender la discusión sobre los mínimos exigibles y 
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concentrarse en cómo desarrollar el potencial transformador de las personas de cara al de-

sarrollo sostenible. Implica minimizar los planteos respecto a etapas aisladas del ciclo de vida 

para comenzar a plasmar una visión acumulativa, continua e integral. También supone asumir 

una mirada de responsabilidad e interés compartido entre todos los actores de la sociedad.

Las transiciones pendientes en materia de desarrollo sostenible son también una invita-

ción para repensar y resignificar el rol de las políticas públicas basadas en la evidencia, sus 

incentivos, tensiones e impactos deseados y no deseados. Además, los efectos socioeco-

nómicos nocivos provocados por la crisis del COVID-19 son una oportunidad no solo para 

recuperar lo perdido, sino para reconstruir y consolidar una sociedad más justa y próspera.



Agenda 2030:  
un llamado global 
a la acción
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Agenda 2030: un llamado global a la acción

La Agenda 2030, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas a través de la 

resolución del 25 de septiembre de 2015, propone 17 objetivos y 169 metas que conjugan 

de forma integrada los desafíos en torno a tres dimensiones del desarrollo sostenible: la 

económica, la social y la ambiental. En este sentido, constituye un ambicioso acuerdo entre 

los países para impulsar una agenda global, entendiendo al desarrollo en un sentido amplio, 

como un proceso de mejora en el bienestar económico y social de las personas, en armonía 

con el ambiente.

Estos objetivos y metas exponen una visión de futuro ambiciosa y transformativa. Se-

ñalan que el principal desafío que enfrenta la humanidad en su camino hacia el desarrollo 

sostenible es la erradicación de la pobreza en todas sus formas. La desigualdad emerge 

como un impedimento para la construcción de sociedades pacíficas, justas e inclusivas. Para 

combatirla se vuelve imperativa la protección de los derechos humanos y la promoción de 

la igualdad de género. Cualquier proyecto de futuro tiene que sostenerse en la protección 
del planeta y sus recursos naturales, y resulta imprescindible el desarrollo económico y pro-

ductivo en clave de sustentabilidad ambiental.

En tal sentido, la Agenda 2030 promueve un mundo donde todas las personas puedan 

adquirir los conocimientos, aprendizajes y habilidades necesarias para ampliar sus oportu-

nidades y participar plenamente de la sociedad. El trabajo decente, entendido como aquel 

que se realiza formalmente, con protección de los derechos laborales y en condiciones dig-

nas y saludables, también es una de las metas prioritarias de este acuerdo.

La salud y los cuidados deben estar garantizados para todas las personas, de modo que 

no dependan exclusivamente de las posibilidades de cada uno de los hogares, lo que, en su 

defecto, implica una mayor vulnerabilidad para aquellos con menos recursos económicos. 

Los objetivos de la Agenda requieren asegurar que todos los niños tengan una realización 
plena de sus derechos y capacidades, como uno de los factores centrales para generar una 

prosperidad compartida y una sociedad más igualitaria.

Finalmente, la visión de la Agenda 2030 entiende que la disminución de la desigualdad 
de la riqueza y de los ingresos es una condición necesaria para impulsar el crecimiento 
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económico de manera sostenida en el tiempo y para alcanzar los Objetivos del Desarrollo 

Sostenible (ODS) “sin dejar a nadie atrás”.

A la hora de pensar el rol de las políticas públicas en el marco de la Agenda 2030 resulta 

imprescindible realizar un breve repaso acerca del contexto global en que estas surgen y 

se desarrollan.

El mundo actual se caracteriza por la hiperglobalización y el incremento de la interde-

pendencia entre países y una diversidad de actores no estatales. Vivimos inmersos en un 

proceso constante de innovación tecnológica, de la mano de la investigación científica y el 

desarrollo productivo. A nivel macroeconómico se identifica una dinámica de incremento del 

endeudamiento, tanto a nivel público como privado, y una preponderancia de las finanzas 

en la economía, al tiempo que la pobreza y la pobreza extrema han descendido marca-

damente desde finales de siglo. También se han logrado descender sustancialmente los 

niveles de mortalidad infantil, malnutrición y de enfermedades transmisibles. Sin embargo, 

la pandemia global por COVID-19 pone a la humanidad por primera vez frente a un desafío 

sanitario de escala global. Finalmente, pero no menos importante, el desarrollo económico 

y productivo alcanzado representa enormes desafíos ambientales, y el cambio climático, la 

degradación de recursos naturales y los perjuicios a la biosfera amenazan la vida en nume-

rosos rincones del planeta. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2018), en los últimos años se han al-

canzado considerables logros en materia de salud mundial. En el último siglo, la esperanza 

de vida ha aumentado en todos los continentes (Our World in Data, 2019). En 2016 murie-

ron seis millones menos de niños menores de cinco años que en 1990. Se han erradicado 

enfermedades como la poliomielitis y se han implementado tratamientos a las personas 

infectadas por el VIH. El desarrollo económico y social ha permitido a millones de personas 

salir de la extrema pobreza. No obstante, las personas siguen padeciendo enfermedades 

transmisibles, mientras que la carga de enfermedades no transmisibles va en aumento. Más 

de la mitad de la población mundial no tiene acceso a atención sanitaria básica (OIT, 2019). 

El mundo se enfrenta a amenazas sin paragón, como las emergencias sanitarias producto de 

la pandemia mundial por COVID-19 y el impacto de otras epidemias, pandemias, conflictos 

y desastres naturales y tecnológicos. Muchas de estas amenazas para la salud hunden sus 

raíces en desigualdades sociales, políticas, económicas y de género.

Hoy en día, muchas niñas, niños y adolescentes en todo el mundo ven vulnerados sus de-

rechos humanos más esenciales. Tienen escaso o nulo acceso a servicios de salud y educa-

ción de calidad, ambientes limpios, saneamiento adecuado y una buena nutrición. Se estima 

que el 17% del total de niños, adolescentes y jóvenes a nivel mundial no asiste a la escuela. 

Sin embargo, el número de niños no escolarizados en el África subsahariana va en aumento. 

La finalización de la escuela primaria y secundaria ha mejorado, independientemente del gé-

nero, ubicación y nivel de ingresos. La mejora ha sido particularmente rápida en el caso de la 

finalización de la escuela primaria entre los más pobres. Pese a estos logros, al ritmo actual, 
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subsanar la brecha llevará decenios. En el caso de la finalización de la escuela secundaria, 

los más pobres se están quedando atrás cada vez más (UNESCO, 2020).

La apertura comercial, la desregulación financiera a partir de la década de 1970 y la ma-

duración de un acelerado proceso de cambio tecnológico impulsado por las tecnologías 

de la información y comunicación (TIC) desde la década de 1990 han generado un fuerte 

incremento del flujo global de capitales, bienes, servicios, personas e información. A modo 

de referencia, entre 1980 y 2016 se observó una multiplicación del stock de inversión ex-

tranjera directa, los activos financieros y los niveles de deuda, que se incrementaron 37, 25 

y 14 veces, respectivamente. Al mismo tiempo, el comercio (medido por las exportaciones) 

se multiplicó por 9, mientras que el producto bruto interno (PBI) lo hizo por 7.

Estos cambios suponen un aumento relativo de los ingresos de las corporaciones trans-

nacionales y de la banca internacional (UNCTAD, 2017), en comparación con los Estados y 

con algunos actores de base local (gobiernos, partidos políticos, sindicatos, empresas, etc.). 

El incremento de la desigualdad se vuelve una de las consecuencias más directas de estas 

transformaciones: la participación del 1 % más rico de la población en los ingresos creció de 

un 16 % a un 21 % entre 1980 y 2016, capturando un 27 % de todo el incremento de ingresos 

en el período, mientras que el 50 % más pobre (la mitad de la población mundial) pasó ape-

nas de un 7 % a un 9 % (Alvaredo et al., 2018). 

El escenario empeora cuando se considera la fuerte asociación que ha existido hasta el 

momento entre el crecimiento económico y el deterioro del ambiente. La amenaza de un 

colapso ambiental global instala la necesidad de promover de manera urgente una forma de 

crecimiento diferente, que amplíe las posibilidades de las generaciones futuras y una mayor 

igualdad en las condiciones de vida.

Según recientes informes (UNEP, 2019), la creciente presión demográfica, compuesta por 

patrones de consumo excesivo, contribuirá al agotamiento de los recursos naturales e incre-

mentará la producción de desechos, resultando en consecuencias negativas para la economía, 

la salud y la sociedad. Nuestra salud estará cada vez más amenazada si no se toman medidas 

urgentes para frenar y reparar los graves daños causados al ambiente. La contaminación del 

agua, del aire y los desechos químicos amenazan la salud y el hábitat de los seres humanos. 

De la mano de la inteligencia artificial, la automatización y la robótica, el cambio tecnoló-

gico imprime un sesgo particular a las transformaciones, presionando en algunos casos en 

favor de una mayor desigualdad: por un lado, incrementando la participación del capital en 

los ingresos y, por otro, aumentando la demanda de mano de obra calificada. En un contexto 

donde se reducen las oportunidades para los trabajadores menos calificados y donde las 

calificaciones van quedando obsoletas de manera cada vez más acelerada, crecen en im-

portancia las capacidades de los países para la formación permanente de su población y la 

protección social frente a situaciones adversas. 

Estas son algunas de las tendencias globales con las que deben lidiar los países y que 

hacen de los objetivos de la Agenda 2030 una tarea ambiciosa y compleja. Entre otros ele-
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mentos, se hace imprescindible comprender las dinámicas nacionales/locales para poder 

adoptar políticas que acompasen las realidades particulares con las concepciones construi-

das y acordadas internacionalmente sobre desarrollo humano sostenible.

Una mirada al contexto local: desafíos complejos,  

soluciones insuficientes 

Figura 1. El desarrollo en el Uruguay de los últimos años: avances recientes, viejos  
y nuevos desafíos

Fuente: Elaboración propia. Nota: SNIS refiere al Sistema Nacional Integrado de Salud.

En los años recientes, la coyuntura externa favorable (ingreso de capitales y precios de 

los commodities), la estabilidad macroeconómica y la implementación de políticas econó-

micas de fomento a la producción agroindustrial y de servicios impulsaron un crecimiento 

económico sin precedentes en Uruguay. Sin embargo, este crecimiento, estimulado prin-

cipalmente por la demanda externa de commodities, ha consolidado el proceso de “repri-

marización” productiva, generando tensiones con el ambiente. En este contexto, el mayor 

dinamismo registrado en la actividad económica, la reinstauración de Consejos de Salarios, 

el aumento sostenido del salario mínimo nacional (SMN) y las políticas públicas redistributi-

vas posibilitaron el aumento de los ingresos de la mayor parte de la población y la reducción 

de la desigualdad. 

Coyuntura externa

• Ingresos de capitales

• Aumento de precios 

commodities
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macroeconómica

• Consejos de salarios

• Salario mínimo
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Crecimiento junto a aumento de 
heterogeneidad productiva  y presiones 
regresivas en ingresos primarios

Presión sobre los límites ambientales

• Mejora ingresos hogares

• Caída de pobreza

• Reducción de desigualdad

Persistencia de desigualdades y segregación estructurales
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Gráfico 1. Crecimiento económico y reducción de la desigualdad 2003-2019

Fuente: Elaboración propia basada en datos del BCU y el INE.

Sin embargo, desde mediados de 2014, la economía disminuyó su ritmo de crecimiento 

hasta encontrarse prácticamente estancada en 2019. Al mismo tiempo, las políticas labora-

les, sociales y tributarias desplegadas parecen haber alcanzado un techo en su capacidad 

para producir nuevos saltos cualitativos en materia de inclusión y distribución del ingreso. 

Para transitar desde la actual situación de país de altos ingresos hacia el desarrollo sosteni-

ble, Uruguay debe abordar una serie de reformas. Los cambios demográficos, económicos 

y sociales en curso interpelan al país a resolver los desafíos estructurales que hoy dificultan 

transformaciones impostergables: la compatibilización entre la dimensión ambiental y la pro-

ductiva, la solidaridad y fiscalidad intergeneracional, y las desigualdades persistentes con 

fuertes expresiones de carácter intergeneracional, de género y territorial.

El desafío radica en la definición de una hoja de ruta sobre cómo impulsar un proceso de 

desarrollo sostenible de largo plazo, mediante un rol estratégico de las políticas públicas, 

entendidas como toda acción organizada en favor del interés común y con una activa par-

ticipación de la sociedad civil organizada, el sector privado y la ciudadanía en general. En 

momentos en que es necesario formular una nueva generación de políticas públicas para 

continuar reduciendo la desigualdad, se vuelve imperativo revertir la tendencia observada a 

una menor confianza de la población en las instituciones públicas y en las preferencias por 

la redistribución (PNUD, 2018).

El desarrollo en un sentido amplio requiere de un cambio en las narrativas, una revisión 

de las conexiones entre la agenda pendiente en materia productiva, ambiental y social. 

Supone formular una mirada integral sobre los procesos que generan valor en la sociedad. 
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En particular, respecto a la producción y distribución de bienes públicos como la salud, la 

educación, los cuidados, la vivienda y el hábitat, y la seguridad social. A su vez, valorar estos 

bienes a la luz del interés público implica medir los impactos económicos, sociales y ambien-

tales de las decisiones de las personas e instituciones, incluyendo aspectos que hoy no es-

tán debidamente valorados. En este sentido, resulta clave redefinir colectivamente la visión 

normativa sobre qué es el progreso, de qué forma definimos la creación de valor económico 

en la sociedad y cómo lo medimos para evaluar el progreso. 

Transiciones como enfoque analítico para los problemas del desarrollo

Los desafíos del desarrollo son de carácter complejo, lo que hace imprescindible superar 

la perspectiva sectorial en su abordaje. Trascender el análisis fragmentado de las esferas 

productivas, sociales y ambientales, para reflexionar sobre los desafíos pendientes y, por 

lo tanto, sobre posibles soluciones, implica buscar nuevas formas de pensar los desafíos, 

articulando narrativas compatibles con el desarrollo sostenible. 

En este documento se define como transiciones al conjunto de caminos posibles (y nece-

sarios) para alcanzar los objetivos del desarrollo. Este enfoque parte del establecimiento de 

ciertos nodos críticos, o sea, aquellos espacios intersectoriales donde múltiples dimensiones 

interactúan y se conectan con potencial para producir transformaciones. La interacción de 

las dimensiones a través de nodos críticos permite identificar complementariedades, pero 

también tensiones. A la vez, proporciona un conjunto de oportunidades estratégicas en las 

que basar la formulación de políticas públicas integrales, coherentes e innovadoras. Para el 

caso de Uruguay se identifican dos nodos críticos que estructuran el análisis de este trabajo. 

Por un lado, la transformación económico-productiva para la sostenibilidad y la igualdad, y, 

por otro, la convergencia de capacidades para la inclusión. 

Uruguay enfrenta el desafío de transitar hacia un modelo de desarrollo sostenible que 

armonice las dimensiones económica, ambiental y social de manera equilibrada y que ge-

nere la capacidad de construir igualdad. Esto implica ir hacia un modelo productivo y de 

consumo sostenible que garantice la inclusión de las poblaciones vulnerables, a través del 

empleo decente y la protección social de manera simultánea con la protección del ambien-

te. A la vez, una discusión profunda sobre el desarrollo sostenible en Uruguay requiere de 

más y mejor información sobre las decisiones de políticas públicas y sus resultados a lo 

largo del tiempo.1 Implica una mirada integrada sobre las transiciones pendientes en materia 

de incentivos fiscales e impuestos, costos y daños ambientales, generación de empleo de 

calidad y efectos en la distribución de la riqueza, procesos de captura del Estado y situacio-

nes de privilegio que puedan generarse como resultado de la interacción entre decisiones 

privadas y la implementación de políticas públicas. 

1 La tendencia a concentrar la discusión pública en los incrementos del presupuesto frente a sus componentes estructurales, 
o en relación con los proyectos específicos de inversión frente a los incentivos a la producción de los sectores tradicionales 
es ejemplo de este problema.



23

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

El país ha avanzado en el proceso de convergencia de capacidades básicas de perso-

nas, grupos e instituciones. Las capacidades son los medios necesarios para establecer y 

alcanzar los objetivos de desarrollo. Sin embargo, no todas las capacidades contribuyen de 

la misma manera o hacia los mismos objetivos. Las capacidades básicas son aquellos logros 

imprescindibles para garantizar un nivel de bienestar mínimo, como la supervivencia en la 

infancia, la educación primaria y el acceso a servicios básicos. No obstante, las capacidades 

evolucionan según las circunstancias, pero también en función de los valores, demandas y 

aspiraciones cambiantes de las personas. Actualmente no alcanza con poseer un conjunto 

de capacidades básicas, asociadas a la ausencia de privaciones extremas. Las capacidades 

aumentadas permiten a las personas disfrutar de mayor libertad de elección a lo largo de 

su vida. En este sentido, fortalecen la agencia, es decir, el empoderamiento ciudadano por 

medio de la toma de decisiones con el fin de cumplir sus aspiraciones y poner en práctica 

sus valores.

Para promover la plena inclusión de sus ciudadanos, el país tiene pendiente seguir ex-

pandiendo las capacidades básicas y oportunidades para la población en general, pero en 

particular hacia grupos y comunidades históricamente excluidas. Para ello es imprescindible 

garantizar el acceso a empleo de calidad, seguridad social, cuidados, educación, salud y vi-

vienda. Asimismo, se debe avanzar en la convergencia de capacidades aumentadas en todos 

los niveles, por medio de políticas que incorporen el enfoque de género y del ciclo de vida.

Los desafíos pendientes de Uruguay en materia de desarrollo sostenible constituyen una 

invitación para repensar y resignificar el rol de las políticas públicas basadas en la evidencia, 

sus incentivos, tensiones e impactos deseados y no deseados. Además, los efectos socioe-

conómicos nocivos provocados por la crisis del COVID-19 son una oportunidad no solo para 

recuperar lo perdido, sino para consolidar una sociedad más justa y próspera.

El documento se organiza de la siguiente forma: las dos secciones siguientes presentan 

los nodos críticos definidos como catalizadores en la trayectoria del desarrollo sostenible 

en Uruguay. El primer nodo integra la transformación económico-productiva para la soste-

nibilidad y la igualdad, y el segundo apunta al análisis de la convergencia de capacidades 

para la inclusión. Cada una de las secciones presenta la situación de dimensiones claves 

y plantea complementariedades y disyuntivas de política en ese espacio de oportunidades 

estratégicas. Finalmente y a modo de conclusión, se presentan la coyuntura actual como 

una oportunidad histórica para redefinir los caminos que vehiculicen los diferentes objetivos 

en clave de desarrollo sostenible comprendidos en la Agenda 2030. 





Transformación 
económico-productiva 
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y la igualdad
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Transformación económico-productiva  
para la sostenibilidad y la igualdad

A continuación, se presenta la situación en torno al modelo económico-productivo de los úl-

timos años, poniendo énfasis en tres grandes tendencias. En primer lugar, se describe el cre-

cimiento experimentado en las últimas décadas impulsado por inversiones y exportaciones, 

en el contexto del boom de materias primas. En segundo lugar, se analiza la evolución de la 

productividad uruguaya desde una perspectiva comparada y el esfuerzo en innovación. En 

tercer lugar, se busca indagar en el impacto en el ambiente de los patrones de producción 

y consumo. 

En base a este análisis se propone la orientación del cambio, junto a políticas públicas 

con potencial transformador, para ir hacia un modelo de desarrollo económico-productivo 

que promueva la sostenibilidad y la igualdad.

Crecimiento económico impulsado por inversiones y exportaciones

A partir del año 2003, Uruguay experimentó un crecimiento económico sin precedentes, 

como resultado de una coyuntura externa favorable y de la implementación de políticas de 

desarrollo productivo, macroeconómicas (monetaria, cambiaria y fiscal), de empleo, y redis-

tributivas. A pesar de este logro, un análisis más detallado de la tasa de crecimiento prome-

dio durante el período 2003-2019 refleja una evolución decreciente (de un 5,9 % entre 2004 

y 2011, a un 3,8 % entre 2012 y 2014, y a un 1,3% entre 2015 y 2019).2

2 Adicionalmente, se destaca el hecho de que un solo sector de la economía (telecomunicaciones) explica más de un tercio 
del crecimiento registrado en el PBI durante los últimos años.
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Gráfico 2. Variación anual del PBI, 2003-2019

Fuente: Elaboración propia basada en datos del BCU.

En materia de captación de inversiones y asociado tanto a factores externos (como el 

nuevo rol de China en el contexto global y la crisis financiera internacional) como internos 

(políticas públicas que apuntaron a una mayor apertura), Uruguay logró alcanzar a partir del 

año 2003 elevados niveles de inversión extranjera directa.

En particular, durante el período 2008-2018 estos flujos representaron en promedio un 

3,5 % del PBI, mientras que el promedio histórico entre 1970 y el 2000 fue menor al 1%. Sin 

embargo, entre 2016 y 2018 los uruguayos invirtieron más en el exterior que los extranjeros 

en Uruguay, lo que explica en parte el enlentecimiento económico observado durante los 

últimos años.

En lo que refiere a las exportaciones, el crecimiento registrado en el período se sustentó 

en el sector agropecuario (celulosa, soja, carne bovina, lácteos, arroz, trigo y cebada) y en el 

sector servicios (turismo, financieros, logística y transporte, infraestructura y software).

Al igual que lo observado en materia de crecimiento económico e inversión extranje-

ra directa, las exportaciones de bienes aumentaron de forma sostenida hasta el año 2014 

(12.000 millones de dólares), para luego descender y estancarse (en torno a 10.000 millones 

de dólares). Además, aumentaron en el total de exportaciones aquellas con origen en zonas 

francas, llegando a representar en 2019 el 30% del total de bienes exportados.

Con la confirmación de la inversión de UPM (UPM Uruguay, 2019) en una segunda planta 

de producción de celulosa, esta participación aumentará de forma significativa, consolidan-

do una estructura exportadora de tipo dual: empresas que exportan desde zonas francas y 

empresas que exportan desde el territorio nacional.
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Gráfico 3. Principales grupos de productos exportados desde Uruguay, 2019. Incluye 
zonas francas

Fuente: Elaboración propia basada en Uruguay XXI.

La composición de las exportaciones en 2019 (incluyendo zonas francas), muestra que 

seis bienes concentraron más del 60 % del total exportado: carne bovina, celulosa, soja, pro-

ductos lácteos, arroz y madera. La evolución de la canasta exportadora por tipo de producto 

entre 1995 y 2019 permite observar una serie de cambios de gran magnitud: la caída en la 

participación de los productos textiles y el crecimiento de la pulpa de celulosa y de los pro-

ductos de origen animal (principalmente carne bovina) y vegetal (soja y arroz). Confirmando 

esta tendencia en materia de composición de las exportaciones de bienes, se observa tam-

bién una reducción en el índice de complejidad económica (ECI)3 entre 1995 y 2017. 

Se puede señalar, entonces, que la canasta exportadora de bienes ha crecido, pero está 

cada vez más concentrada en productos de menor contenido tecnológico: desde el año 

2001 se observa una tendencia estable de crecimiento en la participación de productos pri-

marios4 en detrimento de las manufacturas.

Sumado al crecimiento registrado en materia de exportación de bienes, se destaca du-

3 El índice mide cuán diversificada y compleja es la canasta de exportación de un país. La diversificación refiere a la variedad 
de productos que exporta un país, mientras que la complejidad refiere a la ubicuidad de estos productos, esto es, cuántos 
países en el mundo producen ese mismo bien. No es solamente una medida descriptiva, sino también una herramienta 
predictiva del crecimiento económico y la desigualdad de ingresos. El indicador tiene una fuerte correlación negativa con 
la desigualdad de ingresos, lo que sugiere que una estructura productiva intensiva en conocimiento es más inclusiva en 
términos de distribución del ingreso.

4 En su mayoría, bienes comerciados, sin marcas y a granel, a los que se ha efectuado poco procesamiento; su calidad y 
características pueden establecerse en forma objetiva y se ofrecen en los mercados sin diferenciación cualitativa.
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rante las últimas dos décadas la evolución de las exportaciones de servicios, que cuadrupli-

caron en 2018 el valor registrado en 2005.

De acuerdo con el informe de Uruguay XXI (2017) sobre servicios globales de exporta-

ción (SGE),5 la deslocalización de servicios se puede clasificar, según el tipo de conocimien-

to aplicado y calificaciones requeridas, en tres grandes categorías: servicios empresariales 

(SE), servicios de tecnologías de la información (STI) y servicios intensivos en conocimiento 

(SIC).6 Tres cuartas partes del valor exportado por concepto de SGE tiene su origen en zo-

nas francas (mientras que el empleo se distribuye equitativamente), lo que implica que estos 

sectores de mayor valor agregado y productividad no están plenamente incorporados a la 

dinámica del ecosistema productivo uruguayo.

En materia de empleo, el segmento SE emplea a más personal, pero es menos intensivo 

en mano de obra calificada, el sector STI tiene segmentos de bajos requerimientos de califi-

cación y algunos de muy alta especialización, y el sector SIC, más intensivo en conocimien-

to, requiere de personal con alto nivel de calificación. 

Un dato de interés adicional es el monto de dólares exportados por empleado, donde se 

puede aproximar al concepto de productividad. Con excepción del sector de las TIC, los SGE 

ubicados en zonas francas registran una cifra muy superior a empresas similares ubicadas 

en territorio no franco. Por otra parte, es de destacar que los SGE que registran el cociente 

de mayor valor exportado por empleado son los de menor participación en el empleo total.

En conclusión, las tendencias observadas permiten identificar un aumento y concentra-

ción de exportaciones en productos primarios, un incremento en la participación de expor-

taciones desde zonas francas (centradas en commodities de bajo valor agregado, como la 

celulosa, y servicios tecnológicos de gran valor agregado) y un descenso de los niveles de 

complejidad económica de la estructura productiva.

Productividad, innovación y progreso técnico

La estructura de la matriz productiva y exportadora es clave para comprender el magro 

desempeño de Uruguay en materia de evolución de la productividad7 y permite a su vez 

identificar los principales desafíos en torno a este tema.

En primer lugar, es importante señalar que esta evolución no es ajena a la observada en 
el resto de América Latina. McKinsey Global Institute (2017) señala que durante los últimos 15 
años las economías de la región crecieron a una tasa promedio anual de 3 %, muy por debajo 

5 Los SGE constituyen un subgrupo de servicios no tradicionales que surgen a partir de la deslocalización hacia el extranjero 
de una actividad o proceso por parte de una empresa.

6 SE: referidos a procesos de negocios y administración, incluyendo contabilidad, cobranza, pagos de sueldos, facturación, 
administración de recursos humanos y marketing. STI: software y aplicaciones o actividades vinculadas a la infraestructura 
y al procesamiento de datos. SIC: procesos tales como investigación y desarrollo, servicios de consultoría especializada y 
análisis de riesgos y crediticios.

7 El concepto de productividad refiere a la eficiencia productiva con que es utilizada una unidad de factor o insumo, e impli-
ca, por tanto, un cociente entre lo producido y lo insumido.
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de la del promedio de los países del sur global (China, Asia del Sur y África subsahariana 
exhibieron tasas de crecimiento superiores al 5 %). En lo que refiere a la composición del cre-
cimiento latinoamericano, el 80 % se origina en aumentos en el factor trabajo (como reflejo 
de una población económicamente activa creciente) y no en un incremento de la productivi-
dad. En particular, la productividad medida como el producto por trabajador habría crecido a 
tan solo un 0,6 % por año desde el 2000, lo que representaría, en términos comparados, el 
desempeño regional más bajo a nivel global.

Mientras que en los países en vías de desarrollo la productividad y el PBI per cápita au-
mentaron entre el 2000 y el 2015 a un promedio anual del 3,9 % y 4,2 % respectivamente, en 
América Latina las figuras equivalentes habrían sido de tan solo 0,6 % y 1,6 %. Incrementar la 
productividad en la región es clave para fortalecer el trabajo decente y consolidar salarios 
dignos que permitan mejorar la calidad de vida de los trabajadores. 

En el mismo sentido, CAF (2018a) afirma que América Latina enfrenta el desafío funda-
mental de reducir la brecha de ingresos por habitante con respecto a los países más desa-
rrollados: un latinoamericano promedio tiene una cuarta parte del ingreso de un estadouni-
dense promedio. Esta brecha del PBI per cápita no se explica solamente por diferencias en 
la intensidad con que se usan el capital físico y el talento humano en el proceso productivo.8

Dado que la productividad total de los factores (PTF)9 representa un 40 % de la observada 
en Estados Unidos (mientras que el capital humano equivale a un 75 % del registrado en di-
cho país),10 cerca del 80 % de las diferencias de ingreso por habitante de América Latina con 
respecto a Estados Unidos serían atribuibles a su baja PTF.

Un informe adicional de CAF (2018b) sobre la evolución de la productividad en América 
Latina durante las últimas dos décadas señala que, en promedio, el producto por trabajador 
del sector manufacturero representa tan solo un 34 % del de Estados Unidos.

En el caso uruguayo, la PTF de la industria manufacturera se encuentra en niveles inferio-
res a los registrados a fines de la década de los noventa. Este descenso en la productividad 
ocurrió al mismo tiempo que se redujo la contribución del capital humano y físico, -1,4 % y 
-1,9%, respectivamente, lo que implicó que la producción industrial manufacturera registrara 
una reducción de 4,5 %.

Por su parte, un análisis de la evolución de la productividad del trabajo11 realizado por la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2018) señala que entre 1997 y 2016 esta aumen-

tó a una tasa muy baja (1,5 %) y por debajo del crecimiento de la economía. Adicionalmente, 

8 La participación laboral, la tasa de empleo y la intensidad de uso del capital son prácticamente iguales a las de Estados 
Unidos. Las horas promedio que un trabajador dedica al proceso productivo al año son, de hecho, mayores.

9 La PTF es la medida más utilizada para medir la evolución de la productividad y refleja la cuantía de producto por unidad 
del total de factores utilizados en la producción (mano de obra, capital y tierra), por lo que representa una medida de la 
proporción de aumento de la producción que no es explicada por el crecimiento de dichos factores.

10 Para poner estas cifras en perspectiva, obsérvese que, si los países de la región lograran cerrar totalmente la brecha de 
PTF, tendrían, en promedio, un PBI per cápita de alrededor del 75 % del de Estados Unidos.

11 Las medidas de productividad laboral tradicionales expresan el aumento de la producción por unidad de trabajo (horas, 
ocupados, o puestos de trabajo). Análogamente, la productividad del capital expresa el crecimiento de la producción por 
unidad de servicio de capital utilizado, pudiéndose corregir el denominador de modo de capturar las diferencias en calidad 
de la mano de obra (o en las generaciones tecnológicas de los equipamientos).
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la evolución desagregada de esta variable por sectores permite observar que:

1. Las comunicaciones12 y la industria y productos de la madera registran un crecimiento 

en sus niveles de productividad muy por encima de la media de la economía.

2. La agricultura, silvicultura y extracción de madera, finanzas y seguros, y alimentos, 

bebidas y tabaco aumentan su productividad (aunque de forma menos pronunciada).

3. Los sectores pesca, textil, prendas de vestir e industria del cuero, minerales no metáli-

cos, otras industrias manufactureras, construcción, restaurantes y hoteles, transporte 

y almacenamiento, bienes inmuebles y servicios prestados a las empresas, adminis-

tración pública y defensa y servicios sociales y otros servicios comunales anexos 

registran disminución de su productividad.

En el mismo sentido de lo observado anteriormente, Domínguez et al. (2014) estiman un 

crecimiento de la PTF prácticamente nulo para el período 1991-2013, y observan que los 

factores explicativos de este crecimiento entre 1991 y 2013 habrían sido en gran medida 

impulsados por la acumulación de capital físico y humano.

Gráfico 4. Fuentes de crecimiento tendencial de Uruguay

Fuente: Domínguez et al. (2014).

En suma, América Latina se caracteriza por ser una región de productividad baja y Uruguay 

no es la excepción. Si bien este hecho ha estado asociado a las tasas de crecimiento econó-

mico persistentemente bajas, el período de expansión reciente en Uruguay se basó principal-

mente en mayor acumulación de factores y precios, y no en mejoras de la productividad. 

Considerando el rol del progreso técnico en la productividad y por lo tanto como un fac-

12 De las tendencias analizadas, se destaca el aumento sostenido en la participación del sector comunicaciones en el valor 
agregado bruto (de 1,7 % en 1997 a 18 % en 2017). Las razones de esta evolución se vinculan a nivel de volumen con el 
aumento de la facturación por concepto de transmisión de datos (telefonía celular, principalmente), y a nivel de precio con 
aspectos estadísticos (año base de medición de las cuentas nacionales).
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tor determinante del económico de los países en el largo plazo, se analiza a continuación la 

evolución de las capacidades científicas y tecnológicas del Uruguay.

Desde la perspectiva histórica reciente (PNUD-UDELAR, 2019), cabe señalar que entre 

2007 y 2019 la cantidad de programas implementados aumentó sustantivamente (de 31 

programas en 2007 a 199 en 2019),13 a raíz de cambios vinculados a la profundización de 

las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación en el país. Al final del período se 

observa que un 78,4% de los programas están vigentes y activos. 

Los destinatarios de los instrumentos y programas vinculados a la ciencia, tecnología e 

innovación son diversos: empresas, comunidad académica-científica, sector público y otras 

organizaciones privadas. El principal público objetivo es el sector empresarial, que alcanza 

un 68,9%. El segundo actor relevante que participa activamente en el desarrollo de dichas 

áreas es la comunidad académica-científica (34,7%). Por último, los instrumentos orientados 

al sector público y a organizaciones privadas suman un 9,1%. Si se observan los instrumentos 

según la clase de apoyo: un 70,6% corresponde a apoyo económico, mientras que 26% a 

provisión de servicios y un 3,4% estudio o investigación.

Sin embargo, en materia de gasto en investigación y desarrollo (I + D) como porcentaje 

del PBI, Uruguay se encuentra en niveles muy inferiores a los registrados por los países que 

integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y otras 

economías desarrolladas intensivas en exportaciones de recursos naturales.

Adicionalmente, el análisis de algunas medidas de eficiencia del gasto en I + D permite 

observar que con respecto al número de patentes solicitadas por residentes (en relación 

con el número de investigadores), y al gasto en I + D, Uruguay se encuentra muy por debajo 

del promedio de América Latina.14

13 Si bien no se cuenta con información específica respecto al monto total de estos programas, el número total puede inter-
pretarse como una aproximación de la magnitud del incremento o la focalización de las políticas de ciencia, tecnología e 
innovación.

14 Debe tenerse en cuenta que el número de patentes solicitadas es un indicador imperfecto de los resultados del progreso 
técnico de un país, pues no necesariamente toda innovación es patentada.
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Gráfico 5. Indicadores de progreso técnico

OCDE: promedio simple países de pertenecientes a OCDE. Países desarrollados intensivos en recursos naturales (Des. int.): 
promedio simple de Australia, Canadá, Finlandia, Noruega, Nueva Zelanda, Suecia. América Latina: promedio simple de Argen-
tina, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Uruguay, Venezuela. Fuente: World Development Indicators https://databank.worldbank.
org/source/world-development-indicators En el caso uruguayo, solo un 5 % del gasto en I + D por sector de ejecución es ejecu-
tado por empresas (tanto públicas como privadas), lo que constituye un 0,02 % en términos del PBI.

Las políticas de ciencia, tecnología e innovación deben pensarse como instrumentos de 

transformación hacia procesos de desarrollo sustentable e inclusivo, con especial énfasis en 

las dinámicas estructurales y prácticas productivas y de consumo.

Una propuesta de políticas de ciencia, tecnología e innovación transformadoras a nivel 

nacional requiere de la identificación de los problemas socioeconómicos y ambientales con 

sus respectivos sistemas sociotécnicos que configuran el desarrollo nacional, en base a pro-

cesos participativos plurales y sostenidos en el tiempo, tanto para el diseño y la formulación 

de las políticas como para su implementación y evaluación. 

Una debilidad relevante en Uruguay, y en toda la región, es el bajo nivel de inversión en 

innovación del sector privado. Según la Encuesta de Actividades de Innovación 2013-2015, 

menos de un tercio de las empresas uruguayas realizan alguna actividad de innovación y, 

de estas, la gran mayoría son caracterizadas como incrementales (adquisición de bienes de 

capital o de tecnologías de la información y de la comunicación).
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En suma, la inversión global en innovación de Uruguay es insuficiente. Tanto la inversión 

pública como la privada se encuentran muy por debajo de los niveles global y regional. 

Asimismo, una debilidad importante es la información disponible sobre las prácticas de in-

novación tanto públicas como privadas y la evaluación de impacto de los programas de 

ciencia, tecnología e innovación desplegados. El estudio de PNUD-UDELAR es un avance 

importante, pero para poder desplegar herramientas más potentes y basadas en evidencia 

se requiere de un análisis más profundo que incluya evaluaciones costo-beneficio rigurosas. 

Patrones de producción y consumo: su impacto en el ambiente

En las últimas décadas se establecieron en Uruguay un importante número de nuevas he-

rramientas y marcos normativos con el objetivo de garantizar la protección del ambiente. Sin 

embargo, y a pesar de estos avances a nivel institucional, varios estudios señalan una agenda 

pendiente en materia de contaminación del agua, erosión de suelos, emisión de gases de 

efecto invernadero y pérdida de biodiversidad (CURE y MVOTMA, 2018; De Melo et al., 2018).

En particular, y en lo relativo al vínculo entre las esferas productiva y ambiental es nece-

sario destacar, en primer lugar, la significativa transformación registrada en el sector agro-

pecuario en las últimas dos décadas. El reflejo en el territorio de este proceso implicó un 

incremento de la superficie dedicada a la ganadería bovina, al sector forestal madera y al 

cultivo de soja, entre otros. Al influjo de estos cambios estructurales en el sector agropecua-

rio, surgieron o se acentuaron un conjunto de desafíos vinculados al ambiente.

Si bien el desarrollo tecnológico y la mejora en las prácticas permitieron aumentar de for-

ma considerable la producción de alimentos en Uruguay (MGAP, 2017), la intensificación de 

la actividad agropecuaria habría tenido efectos no deseados en materia ambiental.

Con respecto a la calidad del agua, De Melo et al. (2018) señalan la presencia en diversas 

cuencas de una elevada concentración de nutrientes, derivada fundamentalmente de la utili-

zación de fertilizantes, herbicidas, pesticidas, fungicidas, y de la generación de desechos líqui-

dos y sólidos de animales.15 Mencionan, a su vez, que, en comparación con otros países, Uru-

guay tiene un elevado nivel de utilización de fertilizantes por hectárea cultivada. Por otra parte, 

un análisis sobre la calidad de las aguas dulces superficiales realizado por Kruk et al. (2013) 

permite concluir que la mayoría de los cuerpos de agua sufren de eutrofización y constituyen 

hábitats favorables para la floración de algas y cianobacterias (De Armas, 2019, febrero 1).

Con respecto al estado de los suelos, según el Informe del estado del ambiente (MVOT-

MA, 2013) y Gudynas (2018, junio 4), más de la mitad presentarían algún grado de erosión 

leve o moderada. Esta situación ocurre especialmente en el litoral, sobre el río Uruguay, 

y en los departamentos de San José y Canelones, donde se ha registrado el auge de los 

monocultivos. Algunos estudios estiman que entre los años 2000 y 2010 se habría perdido 

15 El uso de fertilizantes altera los balances de fósforo y nitrógeno, que son arrastrados hacia el agua, mientras que el glifo-
sato y otros agroquímicos impactan adicionalmente de forma directa en la salud de las personas.
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aproximadamente un 10 % de campo natural por efecto de la agricultura intensiva y la fores-

tación (Meerhoff y Bernardi, 2018).

Como resultado, la disminución de biodiversidad en Uruguay ocurre tanto en los cultivos 

como en la ganadería, la silvicultura y la pesca (CURE, 2019). Los dos ambientes más ricos en 

diversidad de especies nativas (humedales como bañados, esteros y juncales, y serranías y 

quebradas) serían los más afectados por el avance de los cultivos intensivos y plantaciones 

de árboles. Hasta un tercio de los principales grupos de especies de flora y fauna nativa pa-

decerían de algún tipo de amenaza (entre ellas se encuentran los mamíferos más grandes y 

46 especies de aves) (Gudynas, 2018).

Según los últimos datos disponibles, la emisión de gases de efecto invernadero per cá-

pita en Uruguay es superior al promedio de América Latina y el Caribe (SNRCC-MVOTMA, 

2017). Del volumen total, un 53 % proviene de actividades agropecuarias, mientras que un 

16 % proviene de la generación y consumo de energía. En términos comparativos, en Améri-

ca Latina las emisiones del sector agropecuario constituyen el 23 % y las provenientes de la 

generación de energía representan el 46 % del total.

El cambio climático16 es causa y consecuencia clave de la interrelación entre producción 

y ambiente (FAO, 2018). Uruguay se encuentra en una de las regiones del mundo de mayor 

variabilidad climática. El aumento de esta variabilidad resultado del cambio climático (y un 

posible incremento en la frecuencia de eventos extremos como sequías) impactará en la 

productividad agropecuaria, los ingresos y costos de las explotaciones y, por lo tanto, en su 

sostenibilidad.

El cambio climático implica cambios relevantes y a largo plazo en la temperatura y las pre-

cipitaciones, la frecuencia y magnitud de eventos meteorológicos extremos (inundaciones, 

sequías, huracanes, olas de calor y de frío), la nubosidad, la acidez del océano y las corrien-

tes oceánicas, además del aumento en la concentración de CO2 atmosférico.

A modo de ejemplo, las zonas costeras son muy vulnerables, por su ubicación, al aumen-

to del nivel del mar, tormentas e inundaciones; a ello se suma una alta concentración de 

centros poblados y de bienes y servicios en esas áreas (Leal Filho, 2018). La costa uruguaya 

no es excepción, ya que concentra el 70 % de la población del país y es clave para el turismo, 

una de las principales actividades económicas del país.

En conclusión, la significativa transformación registrada en el sector agropecuario en las 

últimas dos décadas presionó de forma significativa los límites ambientales. La intensificación 

agrícola provocó un incremento de los aportes de fertilizantes a los ecosistemas terrestres y 

acuáticos y la aplicación de pesticidas para el control de plagas ha generado adicionalmente 

diversos impactos en la salud animal y humana (CURE y MVOTMA, 2018; De Melo et al., 2018). 

16 La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático define a este proceso como “un cambio de clima 
atribuido directa o indirectamente a la actividad humana, que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma 
a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables”.



37

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

Asimismo, la superficie de campo natural ha disminuido, afectando la biodiversidad. Además, 

la emisión de gases de efecto invernadero de Uruguay es superior al promedio de América 

Latina y proviene principalmente de la ganadería, los suelos manejados y el cultivo de arroz. 

Orientaciones para la transformación

Las políticas de desarrollo productivo en Uruguay registraron un nuevo impulso como res-

puesta a la crisis económico-financiera de 2001-2002.17 Sin embargo, como se señaló antes, 

a pesar de estos avances el país aún cuenta con rezagos en materia de transformación pro-

ductiva sostenible18 y de adquisición de base tecnológica.19 

Por otro lado, tanto el desempeño agregado en materia de productividad como la cre-

ciente brecha entre los niveles de actividad de diferentes sectores económicos20 son resul-

tado de una estructura económica dual y explican en parte los bajos niveles de inversión 

que tiene el país en ciencia, tecnología e innovación. Esta heterogeneidad estructural, simi-

lar en muchos aspectos a la que se observa en el resto de los países de la región, dificulta 

la consolidación de un proceso consistente de incremento de productividad y de desarrollo 

sostenible de largo plazo.

El análisis de la estructura de producción, inversión y exportaciones en el caso uruguayo 

permite observar que, mientras que algunas actividades modernas (grandes rubros expor-

tadores agropecuarios, sectores intensivos en conocimiento o instalados en zonas francas) 

aumentan su participación y exhiben incrementos de productividad y salarios por encima del 

promedio de la economía. El resto de las actividades (principalmente industria manufactu-

rera y servicios tradicionales) no logran superar un importante número de cuellos de botella 

estructurales asociados a elevados costos de producción, un mercado interno estancado y 

la ausencia de políticas públicas efectivas para su desarrollo.21

De esta forma, algunos sectores transables articulados e integrados a la lógica y diná-

mica de las cadenas globales de valor coexisten con actividades que generan poco valor 

agregado y que se encuentran por consiguiente muy alejadas de la frontera tecnológica in-

ternacional. En este marco, la mayoría de los sectores no transables, más intensivos en em-

pleo, han perdido competitividad en el período reciente y evidenciado múltiples problemas 

17 Para una revisión de estos avances, véanse, entre otros: Transforma Uruguay (2019) y Uruguay XXI (2019). En este sentido, 
pueden destacarse: Ley de Promoción de Inversiones, Ley de Zonas Francas, la conformación del Gabinete Productivo, los 
consejos sectoriales, la Agencia Nacional de Desarrollo Económico, la Agencia Nacional de Investigación e Innovación y el 
papel protagónico adoptado por las empresas públicas en temas estratégicos como las energías renovables (OPP, 2019a) 
y las telecomunicaciones, entre otros.

18 El país ha tenido avances incipientes en materia de economía circular. A modo de ejemplo, pueden mencionarse el Plan de 
Acción en Economía Circular, el proyecto Biovalor y el programa PAGE, entre otros. Sin embargo, el financiamiento actual 
destinado a estos proyectos hace difícil su escalabilidad en el mediano y largo plazo.

19 Reflejada en la persistencia de los problemas de informalidad, subempleo, desempleo y salarios sumergidos.

20 Por un lado, los sectores agroexportadores y de servicios vinculados a los mercados internacionales y, por otro, los secto-
res asociados al mercado interno o exportadores a la región.

21 Acemoglu y Robinson, 2013; Imbs y Wacziarg, 2002; Lall, 1992; Mazzucato, 2014; McMillan et al., 2017; McMillan y Rodrik, 
2011; Milberg y Winkler, 2013; Reinert, 2008; Rodrik, 2015; Rodrik y Sabel, 2019.
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y rigideces en materia de financiamiento, innovación, infraestructura, articulación productiva 

y costos de transacción.

Uruguay tiene por delante el gran desafío de lograr una transformación productiva sos-

tenible. Sin embargo, en una mirada de largo plazo, los retos vinculados al cumplimiento de 

las metas definidas por la Agenda 2030 siguen estando fuertemente condicionados por pro-

blemas estructurales asociados a la producción y comercialización de sus bienes y servicios.

Para un país de pequeña escala, cuya inserción en la división internacional del trabajo 

depende de manera crítica de la venta de sus bienes y servicios en el mercado mundial, el 

incremento del valor agregado en la producción representa una condición indispensable 

para alcanzar sus objetivos de desarrollo (Kaplinsky, 2013; Milberg y Winkler, 2013).

En este sentido, la Agenda 2030 aplicada a las políticas de desarrollo productivo enfrenta 

el doble desafío de incrementar los niveles de productividad a una tasa más elevada que la 

del promedio histórico, pero no a cualquier precio ambiental y social.

Así, un proceso de cambio estructural que promueva la generación de mayor valor agre-

gado en la producción nacional de sus bienes y servicios a través de la mejora en la forma-

ción y capacitación de sus trabajadores y la protección del patrimonio ambiental para las 

futuras generaciones se vuelve una condición necesaria para fortalecer un proyecto consis-

tente de desarrollo sostenible.

Figura 2. Superación del punto crítico de desarrollo

Fuente: Ohno (2016).
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En este marco, un proceso de estas características debería tener en cuenta tres elemen-

tos claves. En primer lugar, los patrones de especialización productiva no están asociados 

únicamente a la dotación de recursos naturales o factores geográficos, las políticas públicas 

tienen espacio para incidir. En segundo lugar, el desarrollo económico requiere diversificar 

la matriz productiva, es decir, la capacidad de los sectores de generar conocimiento, tecno-

logía y encadenamientos (capacidad de difundirlos al resto del tejido productivo). En tercer 

lugar, la diversificación de la estructura productiva es condición necesaria para el logro de 

reducciones sostenibles en los niveles de pobreza y para alcanzar mejoras en el patrimonio 

medioambiental, en la generación de empleo de calidad y en la distribución del ingreso.

El principal desafío en materia de diversificación económica se vincula directamente con 

las capacidades que pueda desarrollar el país para incrementar de forma sostenida en el 

tiempo la calidad de sus bienes y servicios, y acceder así a segmentos de mercado de mayor 

poder adquisitivo a nivel global (McKinsey Global Institute, 2019). En este sentido, un aspec-

to compartido por la mayor parte de las estrategias de diversificación económica que han 

sido exitosas a lo largo del tiempo es su énfasis tanto en el desplazamiento vertical (mejora 

de la productividad, la calidad y la inserción) como en el escalamiento horizontal de la pro-

ducción de bienes y servicios (hacia productos más complejos) (Rodrik, 2015).

Para lograr estos dos objetivos de forma simultánea, es importante garantizar la estabi-

lidad macroeconómica, el funcionamiento transparente de los mercados, la inserción inter-

nacional basada en la promoción de inversión extranjera directa y la apertura generalizada. 

Pero también, y particularmente para el caso uruguayo, es necesario profundizar las herra-

mientas desplegadas para promover sectores intensivos en conocimiento. Los incentivos 

otorgados por el sector público (exoneraciones fiscales y subsidios), el financiamiento de 

largo plazo, los acuerdos comerciales y la captación de inversión extranjera directa aún de-

ben fortalecer la producción y exportación de bienes y servicios de mayor valor agregado 

(agro, industria y servicios). 

Orientación del cambio: marco integrado  

de políticas productivo-ambientales

El desarrollo económico requiere una mejora sustantiva de la participación del país en las 

cadenas globales de valor, se torna clave la adopción de una estrategia de desplazamiento 

vertical y de escalamiento horizontal de la producción. Esto implica superar un patrón de 

especialización anclado en la dotación de recursos naturales y factores geográficos a través 

de la incorporación de conocimiento, tecnología y nuevos encadenamientos productivos.

En este sentido, las políticas de desarrollo productivo que se implementen deben perse-

guir un doble objetivo. Por un lado, el desarrollo sobre la base de las ventajas comparativas 

tradicionales (sector agropecuario); esto es, fortalecer las cadenas globales de valor exis-

tentes, promover la transición hacia nuevos roles dentro de los eslabones productivos (de 
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mayor valor agregado) y mejorar el poder de negociación para la apropiación de mayor valor 

agregado. Por otro lado, el desarrollo de nuevas ventajas competitivas (como, por ejemplo, 

economía del conocimiento); esto es, generar mayores niveles de productividad sistémica, 

que impliquen una mayor aplicación de tecnología y conocimiento, a partir de un comporta-

miento dinámico en los mercados mundiales.

La orientación del cambio para responder a estos desafíos requiere de un marco integra-

do y coherente de políticas públicas para una transición productiva y ambiental:

• Jerarquización de políticas de desarrollo productivo sectoriales, en particular la econo-

mía del conocimiento y sector agropecuario.

• Énfasis en políticas productivas sustentables, desarrollando la economía circular y 

agroecología.

• Promoción de sectores intensivos en empleo y medidas de reinserción laboral para 

sectores intensivos en empleo susceptibles a la automatización, como los servicios 

tradicionales e industria manufacturera.

• Fortalecimiento de la inversión en ciencia, tecnología e innovación.

Estos ejes toman como base para su definición el hecho de que cada una de las activida-

des económicas representa un receptor diferenciado del ingreso a nivel global. El progreso 

técnico, la productividad y la apropiación de rentas que pueda alcanzarse, dependen de 

forma crucial del posicionamiento estratégico del país en cada una de estas actividades.

La jerarquización de estas políticas sectoriales (tanto a nivel institucional como en tér-

minos de su financiamiento) se vuelve así un requisito indispensable en el camino hacia un 

aumento de la productividad. Si bien la definición de políticas sectoriales específicas excede 

el alcance de este trabajo, pueden mencionarse algunas áreas de interés. En materia de 

producción de alimentos, y tomando en consideración la evolución de la demanda mundial 

(China en particular y los cambios en las pautas de consumo de su población a medida que 

aumenta su ingreso promedio), las implicancias en materia de trayectoria productiva para 

Uruguay son claras y requieren de un traslado de la producción nacional actual desde pro-

ductos básicos (commodities) hacia alimentos más sofisticados.

Esta búsqueda de un mejor posicionamiento en nichos del mercado global de la pro-

ducción de alimentos debería acompañar el crecimiento de los complejos estratégicos ya 

establecidos en el país y potenciarlos. 

Otro ejemplo puede visualizarse en el caso de sectores productivos que han sido claves 

en el desarrollo reciente del país, como el forestal-maderero. De hecho, los segmentos eco-

nómicos de mayor crecimiento a futuro pueden observarse en la propia estrategia global 

de una de las principales empresas multinacionales instalada en el país, y se vinculan con 

productos y servicios que van más allá de la producción de celulosa y apuntan a los usuarios 

finales como papel, productos de higiene y energía.
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Adicionalmente al fortalecimiento de las cadenas productivas basadas en recursos na-
turales, el cambio estructural requiere de políticas que promuevan nuevos sectores produc-
tivos,22 intensivos en trabajo calificado y vinculados a la economía del conocimiento (como 
la biotecnología).

A la vez de fortalecer estas ventajas comparativas, se debe garantizar la protección de los 
ecosistemas amenazados, prioritarios para la conservación de la biodiversidad, con particular 
énfasis en la gestión integrada de cuencas hidrográficas, acuíferos, zonas costeras y marinas. 
Además, el cambio requiere promover un manejo sostenible del suelo (fortalecimiento de los 
planes de uso del suelo y/o buenas prácticas de manejo de suelo), junto con la reducción del 
uso de productos fitosanitarios en la producción agropecuaria (plaguicidas), adopción del 
manejo integrado de plagas, uso de productos de baja toxicidad y prácticas agrícolas soste-
nibles, fomentando una ampliación significativa de la producción agroecológica.

Además de garantizar prácticas de conservación del ambiente, es importante incorporar 
una estrategia de gestión y valorización de recursos a lo largo de todo el proceso producti-
vo, promoviendo la economía circular. Esta propone un cambio sistémico que apunta al dise-
ño de procesos industriales ecológicos y la economía de la funcionalidad, reuso, reparación, 
remanufactura y valorización. Este enfoque promueve la innovación y la resiliencia a largo 
plazo y permite el desarrollo de nuevos modelos de negocio.

Por otra parte, la mitigación del impacto del cambio climático hace necesaria la creación 
de planes de gestión del riesgo socioambiental para abordar desastres y emergencias ori-
ginadas por actividades económicas y productivas. Para paliar posibles consecuencias de 
estos riesgos, también es necesario el diseño e implementación de sistemas de garantías 
ambientales (en particular, seguros ambientales).

Con el objetivo de “no dejar a nadie atrás”, se hacen necesarias políticas específicas 
destinadas a la promoción de sectores intensivos en empleo y con potencial transforma-
dor. A la vez, se deben destinar esfuerzos a la reconversión de trabajadores con puestos de 
trabajo susceptibles a la automatización, poniendo énfasis en los empleos verdes, ya sea 
en los sectores tradicionales como en sectores emergentes. Además, fomentar el empleo 
juvenil es sumamente relevante en Uruguay, ya que el desempleo en este tramo etario se 
encuentra entre los más altos de la región.

Para el fortalecimiento de la inversión en ciencia, tecnología e innovación es clave explo-
rar una mayor sinergia entre el Estado y el sector privado. Potenciar este ámbito y mejorar 
los incentivos para invertir en capacidad de innovación es imprescindible para lograr un 
salto cualitativo en la forma de pensar el progreso técnico sostenible.

Además de los ejes mencionados, es necesario instrumentar ciertas características trans-

versales para potenciar las políticas públicas. Por un lado, es imprescindible evaluar a escala 

22 En efecto, los bienes primarios tienen ciertas características particulares que deben tenerse en cuenta a la hora de elaborar 
una transición productiva sustentable: producen ganancias extraordinarias; precios internacionales volátiles; la explotación 
a menudo tiene lugar a través de producción enclave en localizaciones específicas; muchos de ellos no son renovables; 
propiedad común y externalidades negativas; la explotación de recursos minerales e hidrocarburos demanda una alta 
inversión inicial con horizontes de tiempo largos e inciertos para su recuperación.
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nacional los resultados obtenidos hasta el momento por las políticas de desarrollo produc-

tivo desplegadas en las últimas dos décadas, para tener sustento empírico sobre qué me-

didas son realmente exitosas y construir sobre experiencias pasadas. Las políticas produc-

tivo-ambientales deben ser construidas como políticas de Estado, para lo cual es necesario 

generar evidencia y construir a partir de ella. En particular, y para tener más información 

sobre el impacto en el ambiente, es importante implementar evaluaciones ambientales es-

tratégicas en el seguimiento de políticas y planes productivos, a la vez de la implementación 

de un sistema de contabilidad ambiental y económico. 

Por otro lado, se deben fortalecer aspectos relacionados con los marcos jurídicos y nor-

mativos para fomentar la formación de recursos humanos, la creación de capacidades em-

presariales, el financiamiento y atracción de inversión extranjera directa, las redes empresa-

riales y la investigación e innovación.

Finalmente, un aspecto clave a considerar es la medición del éxito relativo que tengan las 

herramientas desplegadas en el marco de esta transición productivo-ambiental. En este sen-

tido, es imprescindible avanzar hacia evaluaciones periódicas que incorporen indicadores 

para medir los avances concretos en torno a las áreas reseñadas en este documento, con 

énfasis en los llamados indicadores verdes (UNEP, 2014), incluyendo aquellos indicadores 

que permitan captar el proceso de cambio estructural que este trabajo define como esencia-

les para consolidar una transición productivo-ambiental sostenible en el tiempo:23

1. Complejidad económica de la producción nacional.

2. Contenido tecnológico de las exportaciones.

3. Productividad desagregada por sector productivo.

4. Incentivos y apoyos recibidos (por sector productivo y/o empresa).

5. Valor agregado y generación de ingresos en territorio nacional.

6. Empleo de calidad (incluyendo jóvenes y mujeres).

7. Encadenamientos productivos (en la cadena global de valor y en el territorio).

8. Impactos ambientales (por actividad económica y/o empresa).

Síntesis del capítulo

Las tendencias observadas en Uruguay en las últimas décadas permiten identificar un au-

mento y concentración de exportaciones en productos primarios, un incremento en la par-

ticipación de exportaciones desde zonas francas (que se centran en commodities de bajo 

valor agregado, como la celulosa, y servicios tecnológicos de gran valor agregado) y un 

descenso de los niveles de complejidad económica de la estructura productiva.

23 Para superar así las medidas de éxito institucionales basadas exclusivamente en la creación o no de nuevas instituciones, 
o en avances en indicadores económicos agregados como el crecimiento del PBI o la captación de un mayor o menor 
volumen de inversiones.
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América Latina se caracteriza por ser una región de productividad baja y Uruguay no es 

la excepción. Si bien este hecho ha estado asociado a las tasas de crecimiento económico 

persistentemente bajas, el período de expansión reciente en Uruguay se basó principalmen-

te en mayor acumulación de factores y no en mejoras de la productividad. 

La significativa transformación registrada en el sector agropecuario en las últimas dos 

décadas presionó de forma significativa los límites ambientales. La intensificación agrícola 

provocó un incremento de los aportes de fertilizantes a los ecosistemas terrestres y acuá-

ticos y la aplicación de pesticidas para el control de plagas ha generado adicionalmente 

diversos impactos en la salud animal y humana. Asimismo, la superficie de campo natural ha 

disminuido, afectando la biodiversidad. Además, la emisión de gases de efecto invernadero 

de Uruguay es superior al promedio de América Latina y proviene principalmente de la ga-

nadería, los suelos manejados y el cultivo de arroz. 

Un proyecto de desarrollo sostenible para el país requiere de un cambio estructural que 

promueva la generación de mayor valor agregado en la producción de bienes y servicios a 

través de la mejora en la formación y capacitación de sus trabajadores y la protección del 

patrimonio ambiental. 

Este proyecto debe fomentar el desarrollo sobre la base de las ventajas comparativas tra-

dicionales, a través del fortalecimiento de las cadenas globales de valor existentes y la tran-

sición hacia nuevos roles dentro de los eslabones productivos que incrementen poder de 

negociación para la apropiación de mayor valor agregado. Pero, a la vez, debe impulsar el 

desarrollo de nuevas ventajas competitivas, mediante la generación de mayores niveles de 

productividad sistémica, que impliquen una mayor aplicación de tecnología y conocimiento, 

a partir de un comportamiento dinámico en los mercados mundiales.

Otra de las grandes apuestas debe ser a una mayor inversión en ciencia, tecnología e 

innovación. Para su fortalecimiento es clave explorar una mayor sinergia entre el Estado y 

el sector privado. Potenciar este ámbito y mejorar los incentivos para invertir en capacidad 

de innovación es imprescindible para lograr un salto cualitativo en la forma de pensar el 

progreso técnico sostenible. 

Es necesario profundizar las herramientas desplegadas para promover sectores intensi-

vos en conocimiento y en empleo. Los incentivos otorgados por el sector público (exonera-

ciones fiscales y subsidios), el financiamiento de largo plazo, los acuerdos comerciales y la 

captación de inversión extranjera directa aun deben fortalecer la producción y exportación 

de bienes y servicios de mayor valor agregado (agro, industria y servicios). 

Con el objetivo de “no dejar a nadie atrás”, se hacen necesarias políticas específicas des-

tinadas a la promoción de sectores intensivos en empleo y con potencial transformador. A la 

vez, se deben destinar esfuerzos a la reconversión de trabajadores con competencias que 

han ido quedando obsoletas, tanto por el cambio en la matriz productiva sesgado hacia los 

sectores primarios, como por la tendencia global de la automatización y la robotización. Esta 

reconversión debe poner énfasis en los empleos verdes, ya sea en los sectores tradiciona-



44

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

les como en sectores emergentes (como, por ejemplo, nuevas energías y biotecnología). 

Además, fomentar el empleo juvenil es sumamente relevante en Uruguay, ya que el desem-

pleo en este tramo etario se encuentra entre los más altos de la región.

Por último, es imprescindible avanzar hacia evaluaciones de impacto de las políticas im-

plementadas que incorporen indicadores de resultados para medir los avances concretos 

en el proceso de cambio estructural, que es esencial para consolidar una transición produc-

tivo-ambiental sostenible en el tiempo.
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Convergencia de capacidades para la inclusión

A continuación, se presenta el estado de situación en torno al desarrollo de capacidades 

económico-sociales de los hogares, poniendo énfasis en tres grandes dimensiones. En pri-

mer lugar, se describe la tendencia estructural del cambio demográfico en Uruguay. En se-

gundo lugar, se analiza la evolución de los ingresos de los hogares y la desigualdad en los 

últimos años. En tercer lugar, se pone énfasis en las principales dimensiones de bienestar 

multidimensional: educación, salud, cuidados y vivienda.

En base a este análisis se propone la orientación del cambio hacia la convergencia de ca-

pacidades. Para promover la plena inclusión de sus ciudadanos, el país tiene pendiente seguir 

expandiendo las capacidades básicas y oportunidades para la población en general, pero en 

particular hacia grupos y comunidades históricamente excluidas. Para ello es imprescindible 

garantizar el acceso a empleo de calidad, seguridad social, cuidados, educación, salud y vi-

vienda. Asimismo, se debe avanzar en la convergencia de capacidades aumentadas en todos 

los niveles, a través de políticas que incorporen el enfoque de género y del ciclo de vida.

Cambio demográfico: una sociedad crecientemente envejecida

El análisis del cambio demográfico es componente esencial para comprender los desafíos 

del país en las próximas décadas. En términos demográficos, Uruguay es un país pequeño 

y de lento crecimiento, que ha finalizado la primera transición demográfica y avanza muy 

velozmente en la segunda (Calvo, 2016).

Las proporciones de población en cada tramo de edad dan cuenta de un proceso de en-

vejecimiento estructural. Adicionalmente, las proyecciones muestran que a lo largo del siglo 

XXI se experimentará una profundización del envejecimiento, al compás del descenso de la 

fecundidad, pero también del aumento de la esperanza de vida.

La reducción de la fecundidad —entendida como número promedio de hijos por mujer— 

conduce a un descenso en los nacimientos y a la reducción de la base de la pirámide po-

blacional; mientras que el aumento de la esperanza de vida aumenta la cantidad y el peso 

relativo de los contingentes de adultos mayores que comienzan a ensanchar la cúspide de 

la pirámide poblacional.
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La Tabla 1 resume las estimaciones con base en un escenario tendencial 24 que permite 

cuantificar la reducción de los menores de 15 años (180.000 aprox.), la relativa estabilidad de 

las edades intermedias y el fuerte crecimiento de las personas de 65 años y más (325.000 

aprox.). La población de mayor edad alcanzaría a un 22,2 % del total, unas 825.000 personas 

sobre un total de 3,7 millones. Se trata de un incremento de un 60 % para esta población (en 

promedio un crecimiento de 10.000 personas por año). 

Tabla 1. Proyecciones de población a 2050

Tramo de edad Población 2015 Distribución 2015 Población 2050 Distribución 2050

0-14 748.000 21,4 570.000 15,5

15-64 2.243.000 64,2 2.305.000 62,3

65 y más 503.000 14,4 825.000 22,2

Total 3.494.000 100,0 3.700.000 100,0

Fuente: Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).

Entre las distintas proyecciones realizadas vale la pena resaltar dos características. En 

primer lugar, se trata de un cambio acelerado, ya que en los 25 años previos, entre 1990 y 

2015, la proporción de personas mayores de 64 años apenas aumentó 2,8 puntos porcen-

tuales; mientras que se espera que en los siguientes 25 años aumente tres veces más (7,8 

puntos porcentuales).

En segundo lugar, debe destacarse el aumento más que proporcional de la población de 

mayor edad. Es decir, a modo de ejemplo, se espera que entre 2018 y 2050 las personas 

de 80 años y más pasen de 138.000 a 263.000, lo cual implica un crecimiento del 90 % (en 

promedio, unas 4.000 personas adicionales por año). El siguiente gráfico resume el cambio 

señalado, donde incluso puede observarse, en el período de referencia, que las personas 

de 90 años y más casi se triplicarían.

24 Se denomina escenario tendencial ya que el comportamiento de las variables obedece a las proyecciones de población 
realizadas por el Instituto Nacional de Estadística en base a la evolución reciente. Es decir, se considera que a 2050 la tasa 
global de fecundidad será de 1,7 hijos por mujer y la esperanza de vida al nacer será de 82 años. Por otro lado, se asume 
un saldo migratorio nulo de aquí hasta 2050 (OPP, 2018a).
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Gráfico 6. Población total estimada y proyectada, según sexo y grupo quinquenal de 
edad (2018, 2050), en miles de personas

Fuente: Elaboración propia.

Las diferencias entre las necesidades de los distintos grupos de edad, aun dentro de los 

mayores de 64 años, son las que llevan a subrayar la importancia de este cambio y a prestar 

atención a sus diferentes consecuencias.

Las fuertes transformaciones en la composición de la población harán cada vez más re-

levantes las configuraciones de protección social, cuidados y salud, que, además, se verán 

más desafiadas en su financiamiento con la reducción del peso relativo de la población en 

edad de trabajar. Por lo tanto, este es un punto clave que requerirá de una estrategia clara y 

de largo plazo desde las políticas públicas para impulsar un desarrollo sostenible que incre-

mente el bienestar y la calidad de vida de la población.

El cambio demográfico y la seguridad social en la vejez 

Dada la transición demográfica y los cambios en el mundo del trabajo, resulta necesario evaluar 

el efecto conjunto del sistema de seguridad social, los cuidados y el sistema de salud en la ve-

jez, para garantizar a las personas en esta etapa de la vida el ejercicio de sus plenos derechos.

La Agenda 2030 establece como prioridad una protección social universal con niveles de 

suficiencia adecuados que permitan una vida digna en todas sus dimensiones. Además, la 

salud y los cuidados también deben ser garantizados para no quedar a solamente a la mer-

ced de las posibilidades de los hogares, lo que implica una vulnerabilidad mayor de aquellos 

con menos recursos económicos.
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Estos objetivos se aplican a toda la población, pero son de vital importancia en los adul-

tos mayores, ya que sus posibilidades de acceder a ingresos a través de la realización de 

actividades remuneradas empiezan a limitarse a medida que aumenta su edad, así como 

empiezan a incrementarse sus necesidades de cuidado y atención de la salud.

Uruguay es el país de la región con mayor cobertura de adultos mayores en el régimen 

de seguridad social, con niveles similares a los de los países desarrollados (OIT, 2018). La 

característica histórica de un régimen de seguridad social con cobertura amplia se ha ido 

consolidando a lo largo del tiempo. Actualmente, aproximadamente 95 % de las personas de 

65 y años o más acceden a una jubilación o pensión.

Si el régimen de retiro no se unifica y modifica a medida que la esperanza de vida aumen-

ta, las tensiones fiscales hacia el financiamiento del Estado de bienestar y los derechos de 

las personas adultas mayores incrementarán paulatinamente. De hecho, solo por el factor 

demográfico la población en situación de dependencia se duplicaría para 2050 (Colacce y 

Manzi, 2017), pasando de 60.000 a 120.000 personas.

Respecto a la protección social contributiva, en Uruguay existe un sistema de seguridad 

social donde conviven un régimen general, a cargo del Banco de Previsión Social (BPS), con 

distintos subsistemas.25 La reforma más reciente del régimen de la seguridad social amplió 

el régimen contributivo general en el BPS. En 2008 se flexibilizó el acceso al régimen gene-

ral de jubilaciones, lo que permitió aumentar la cobertura en general y disminuir la brecha de 

género en el nivel de cobertura por jubilaciones contributivas (Lavalleja, Rossi y Tenenbaum, 

2018), aumentando al mismo tiempo la presión fiscal del sistema.

En la actualidad, el nivel de suficiencia de las jubilaciones y pensiones es adecuado, y 

resulta elevado con relación a las prestaciones en otras etapas del ciclo de vida. La muy 

baja pobreza de ingresos de las personas en situación de vejez (1,4%) está asociada a un 

despliegue considerable de la pensión no contributiva y al valor de la jubilación mínima del 

régimen general del BPS. Es un logro que las futuras reformas de la seguridad social debe-

rían mantener.

La evidencia muestra que en el régimen general de reparto del BPS existe una redistri-

bución intrageneracional de magnitud considerable (De Melo et al., 2019; Forteza y Mus-

sio, 2011). Por ejemplo, las tasas de reemplazo26 por quintil de ingresos salariales tienen un 

componente redistributivo significativo (De Melo et al., 2019). Mientras los trabajadores del 

quintil 1 cobraban en promedio un 121 % de sus salarios promedio en los últimos 12 meses 

previos a la jubilación, para los trabajadores del quintil 5 esto era de un 34 %.

25 El sistema de seguridad social uruguayo se caracteriza por la existencia de un bloque principal que nuclea a la mayoría de 
los trabajadores cotizantes y pasivos, así como por subsistemas paralelos (más pequeños) que nuclean a diversos sectores 
de actividad. La conformación del primer bloque está dada por el BPS, las administradoras de ahorro de fondos previsiona-
les (AFAP) y las compañías aseguradoras, mientras que los subsistemas secundarios son la Caja Notarial, la Caja Bancaria, 
la Caja de Profesionales Universitarios y los servicios de retiros militar y policial (las primeras tres son personas jurídicas de 
derecho público no estatal y las últimas dos son públicas).

26 La tasa de reemplazo es la relación entre la jubilación en el momento del retiro y el salario formal promedio de determinado 
período en la etapa de actividad laboral.
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Sin embargo, en un trabajo reciente de Carbajal y Zunino (2019) mediante simulaciones 

de trayectorias laborales y aplicaciones de reglas del sistema del BPS, se encuentra que, en 

términos de transferencias absolutas, el régimen general del BPS beneficia en mayor medi-

da a los trabajadores de nivel educativo más alto. 

Mientras las transferencias para las trayectorias de ingreso de bajo nivel educativo son 

las que permiten alcanzar los niveles de suficiencia de la jubilación mínima explicada con an-

terioridad, las transferencias en los niveles educativos más elevados implican una mejora en 

los niveles de ingreso de personas que de por sí se encuentran en condiciones económicas 

y sociales más favorables en términos relativos a sus cohortes, así como a la población en 

general. Si bien el trabajo citado no permite extrapolar cuánto explican el déficit de la segu-

ridad social estas transferencias diferenciales, sí agregan información relevante que permite 

comprender que las transferencias de mayor volumen que se realizan a los jubilados cuan-

do se descuentan sus aportes son hacia los de mayores ingresos, al menos en términos de 

transferencias promedio.

Con respecto al resto del sistema de seguridad social, los subsistemas secundarios tie-

nen diseños diferentes en cuanto a, por ejemplo, requisitos para acceder a la jubilación, 

cálculo de las prestaciones y tasa de aporte efectiva en la etapa activa. Estas diferencias son 

el motivo por el que existe una transferencia neta actuarial distinta para un mismo ingreso 

según el subsistema. Por ejemplo, para los perfiles de ingresos altos existen diferencias 

significativas, aquellos afiliados a las cajas paraestatales o al Servicio de Retiros y Pensiones 

de las Fuerzas Armadas (SRPFFAA) tienen una situación actuarial considerablemente más 

beneficiosa que en los otros regímenes.27

Debe destacarse que la creación del sistema mixto en 1996 trajo aparejada una dismi-

nución en la capacidad redistributiva del sistema (Bai, 2018). Así también, la reciente ley 

denominada “Ley de los Cincuentones”28 terminó asumiendo la reducción de beneficios de 

la generación de altos ingresos que iba a ser perjudicada por la transición hacia el sistema 

mixto, con un efecto regresivo (Forteza y Rossi, 2016).29

Por otra parte, las desigualdades en la etapa activa en el mercado de trabajo (mayores 

tasas de inactividad, desempleo e informalidad) consolidan inequidades socioeconómicas y 

de género en la vejez. Sumado a esto la inserción laboral intermitente y las brechas salaria-

les impactan negativamente sobre la densidad y nivel de cotizaciones a la seguridad social, 

al punto de establecer que la probabilidad de obtener causal jubilatoria es una de las mayo-

res preocupaciones acerca de la inequidad futura (Carbajal y Zunino, 2019).

27 Consultoría realizada por CINVE (Carbajal y Zunino, 2019).

28 Al implementar la reforma de seguridad social de 1996, las cohortes que fueron parte de la transición del sistema (“cincuen-
tones”) vieron perjudicados sus ingresos jubilatorios futuros con respecto al régimen anterior.

29 Respecto a la tendencia global en décadas pasadas de ir hacia sistemas de seguridad social con componentes de capita-
lización individual, un estudio reciente de la OIT (2018) encontró que en la mayoría de los casos donde se implementaron 
hubo consecuencias negativas en términos de desigualdad y, al mismo tiempo, se agravaron los problemas financieros de 
los sistemas.
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Además, esta situación genera un sesgo en la protección social de la vejez por géneros 

que no se ha modificado significativamente: el predominio masculino en las jubilaciones 

contributivas. Por otro lado, las brechas de ingreso por jubilaciones entre hombres y mujeres 

siguen siendo altas (las segundas perciben por jubilaciones aproximadamente el 70 % de lo 

que perciben los primeros) y no se han modificado significativamente en el mismo período.

En suma, la existencia de una amplia cobertura de prestaciones no contributivas dirigidas 

a las personas adultas mayores de menores ingresos, el nivel de suficiencia de la jubilación 

mínima del régimen general de BPS y la transferencia actuarial neta hacia las jubilaciones 

de las personas con trayectorias de ingresos altas, junto con el nacimiento del sistema mixto 

en el régimen general, generan presiones crecientes al financiamiento del sistema de segu-

ridad social en su conjunto.30 

Una reforma de la seguridad social que busque reducir el déficit fiscal asegurando una 

cobertura amplia y suficiente de las prestaciones debería darles un lugar prioritario en la 

discusión a los últimos dos aspectos, dado su impacto negativo en la progresividad del sis-

tema, teniendo en cuenta el diseño de los incentivos para no desalentar el ahorro individual.

Considerando los múltiples vínculos que tienen entre sí la informalidad, el salario mínimo, 

las transferencias, la suficiencia de ingresos, los aportes a la seguridad y el acceso a pasi-

vidades, surgen con claridad tres aspectos generales con relación al objetivo de garantizar 

una protección social adecuada a la largo de toda la vida. Por un lado, la importancia de la 

generación de empleos decentes como motor y piedra angular del esquema, teniendo en 

cuenta los desafíos que suponen las nuevas tecnologías. Por otro, la necesidad de conso-

lidar una malla de protección social que sostenga los ingresos de los hogares en niveles 

adecuados frente a los distintos escenarios posibles.31 Y, finalmente, la necesidad de pensar 

ambos puntos como parte de un sistema que necesariamente incluya una mirada conjunta 

sobre impuestos y contribuciones.

Teniendo en cuenta que los países con sistemas de bienestar más consolidados han tran-

sitado hacia esquemas de financiamientos de la seguridad social cada vez más concentra-

dos en rentas generales basadas en impuestos progresivos, la discusión de la financiación 

en el largo plazo se vería enriquecida tanto por una revisión de los fundamentos para pensar 

lo contributivo y lo no contributivo en el marco de la protección social como de una reflexión 

acerca de la estructura impositiva en sentido general.

De todos modos, en el mediano plazo, la existencia de un sistema de seguridad social 

que garantice niveles de prestación adecuados y sea sostenible en el tiempo dependerá del 

30 Por ejemplo: i) el costo fiscal de las pensiones no contributivas en el régimen general de BPS ha costado 0,5 % del PBI desde 
2010, ii) las transferencias desde rentas generales por impuestos afectados y ayuda financiera al régimen de BPS ha sido de un 
4,4 % del PBI desde 2007, a la Caja de Profesionales del Uruguay (CJPPU) de 0,05 % del PBI y a la Caja Bancaria (CJPB) también 
de un 0,05 % PBI. Además, en el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas (SRPFFAA) se destinó 1 % del PBI a 
financiar su déficit (USD 880 mensuales por pasivo). Estos indicadores son ilustrativos, ya que, por ejemplo, existe una transfe-
rencia explícita constante al régimen de la CJPPU debido a su relación activo/pasivo positiva con el conjunto del sistema.

31 Por ejemplo, parece necesario seguir aumentando el salario mínimo nacional en conjunto con las transferencias hacia las per-
sonas inactivas para que los trabajadores de bajos ingresos y sus hogares no estén en situación de insuficiencia de ingresos.
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dinamismo económico que logre el país en el mediano plazo y de la capacidad de generar 

recursos públicos acordes a los desafíos existentes en términos de políticas de bienestar. 

Ingresos y su distribución a lo largo del ciclo de vida:  

empleo y protección social

Calidad del empleo e inequidades de género

El desempeño económico y productivo reciente se vincula con algunas tendencias regis-

tradas en materia de evolución del empleo. En primer lugar, el número de ocupados pasó 

de 955.000 a 1.628.000 entre 2004 y 2019 (un fuerte crecimiento entre 2004 y 2011, y un 

posterior estancamiento entre 2011 y 2019). En segundo lugar, se observa que durante el 

período 2006-2019 se duplicó el número de trabajadores que aportan a la seguridad social 

(de 665.000 a 1.224.000).

Sin embargo, y a pesar de estos avances, persisten importantes vulnerabilidades. La 

situación del mercado de trabajo muestra que en 2019 el 47,7% de la población económica-

mente activa se encontraba desempleada (8 ,9%, 158.000 personas), en situación de infor-

malidad (24,8 %, 404.000 personas) o percibía salarios muy bajos en términos reales32 (14 %, 

228.000 personas).

Un desafío clave asociado a la calidad del trabajo es el acceso a la protección social, 
dado que gran parte de la explicación de la situación de informalidad está relacionada con 

la calidad del empleo de los trabajadores con menor calificación. 

Si se analiza por tipo de ocupación, se constata que los trabajadores por cuenta propia 

sin local son casi en su totalidad informales. La disminución de la informalidad de 2004 a 

2014 estuvo relacionada con una disminución de este tipo de empleo y un aumento de la 

formalidad de los trabajadores dependientes del sector privado (Amarante y Tenenbaum, 

2016). En este sentido, los empleos informales del sector cuentapropista siguen siendo es-

trategias individuales para generar ingresos cuando no se consiguen trabajos dependientes 

formales.

Si bien se han realizado diversos esfuerzos para adecuar las herramientas de protección 

social a la realidad de los trabajadores independientes, mediante la creación, por ejemplo, 

del monotributo (2007) y el monotributo social, las mejoras en términos de cobertura que se 

han generado son aún escasas. Este hecho se ha evidenciado en el contexto de la pande-

mia por COVID-19, donde el acceso a la red de seguridad social estuvo garantizado para los 

trabajadores dependientes formales (a través del seguro de desempleo), mientras que para 

los trabajadores formales independientes no existe este tipo de instrumento y los informales 

solamente acceden a transferencias monetarias vinculadas a la pobreza del hogar.

32 Son trabajadores formales con salarios inferiores a $ 23.167 en 2018 (valor correspondiente a la línea de pobreza para un 
adulto y un menor que percibe transferencias monetarias).
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Para que todos los trabajadores accedan a empleos formales en Uruguay no solo se 

debe aumentar el empleo formal dependiente en la economía, sino que se requiere una 

adecuación aún mayor de las reglas de la seguridad social a la situación de los trabajadores 

independientes.

La formalidad no es solo relevante para el goce de los derechos de la seguridad social en 

la etapa activa, sino que es la que permite que los trabajadores tengan como piso el salario 

mínimo nacional (SMN) y sean contemplados por la regulación del mercado de trabajo.

El aumento sostenido del SMN y de los salarios mínimos sectoriales (SMS)33 tuvo una inci-

dencia significativa en el aumento también sostenido de los salarios reales de la economía. 

Si bien los salarios crecieron de manera generalizada por el dinamismo de la economía, la 

disminución de la desigualdad de ingresos salariales se produjo por los efectos notorios de 

estas políticas. El aumento del SMN y los SMS empujó al aumento de los salarios formales 

más sumergidos, indirectamente redujo la prima por educación, así como también pudo 

haber tenido un efecto en el aumento del salario informal, sobre todo en un contexto de 

crecimiento económico y de reducción de la informalidad.

Para que la negociación colectiva tenga efectos en la equidad salarial, la evidencia em-

pírica muestra que es necesario que una gran parte de los trabajadores estén sindicaliza-

dos.34 En comparación con la región, Uruguay muestra una densidad sindical alta (30 % de 

los trabajadores dependientes) y una cobertura de los consejos de salarios, a través de 

mecanismos de extensión, muy elevada (90 %), comparable con la de los países de Europa 

continental.

En este sentido, el acceso a empleos formales va más allá de la seguridad social y la 

obtención de ingresos, para transformarse en un potente mecanismo de resiliencia, integra-

ción y participación en la sociedad.

Además, un factor que se asocia tradicionalmente con un magro desempeño en materia 

de crecimiento económico y evolución de la productividad es la inequidad de género en el 
mercado laboral. Espino et al. (2019) señalan que a pesar de que el aumento en la inserción 

laboral femenina debería transformar los roles de género, la división sexual del trabajo se 

mantiene por la falta de incorporación de los hombres al trabajo no remunerado.

33 SMS son aquellos determinados mediante la negociación colectiva, que han estado siempre por encima del SMN. Solo el 
4 % de los trabajadores dependientes en 2017 estaban cubiertos por el SMN.

34 Como muestra Jaumotte y Osorio (2015), un grado de sindicalización elevado está relacionado con una menor desigualdad 
de ingresos primarios y, más aún, con una menor desigualdad de los ingresos netos de impuestos y transferencias. Este 
resultado sugiere que la sindicalización, además de relacionarse con una menor desigualdad mediante la negociación 
colectiva, lo hace mediante una mayor presión política hacia políticas redistributivas progresivas.
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Gráfico 7. Proporción del tiempo que destinan hombres y mujeres al trabajo remunerado 
y no remunerado, en porcentajes

Fuente: OPP (2018).

Gráfico 8. Carga global de trabajo según sexo (promedio de horas semanales), 2013

Fuente: OPP (2018).

A pesar de la incipiente expansión de los servicios de cuidados, los niveles de acceso 
continúan siendo muy desiguales. En 2019, mientras que la asistencia a un centro de educa-
ción inicial en niños de dos años pertenecientes a hogares del 20 % con mayores ingresos 
era de 83%, entre el 20 % más pobre apenas alcanzaba al 42 % (ECH-INE, 2019).

Esta combinación de factores limita la capacidad de los hogares para generar ingresos, 
principalmente los de jefatura femenina, al tiempo que condiciona fuertemente las trayecto-
rias y niveles de autonomía de las mujeres.

En este sentido, luego de un largo proceso de reducción de la desigualdad de género, 
impulsado principalmente por una mayor participación de las mujeres en el mercado de 
trabajo, los años recientes no mostraron cambios significativos. El incremento de la tasa de 
actividad y el acceso a empleos estuvo concentrado en las mujeres con mayor nivel edu-
cativo. A su vez, estas se encontraron con barreras para su ascenso a posiciones de mayor 
responsabilidad y con dificultades para igualar los ingresos de sus pares varones.
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El carácter estructural de estas inequidades no se ha logrado revertir. Los ingresos sa-
lariales de las mujeres son en promedio un 20 % menores que los de los varones (para un 
mismo nivel educativo, edad, región y condición de actividad), brecha que casi no se ha 
reducido desde 2006 (Amarante y Colacce, 2016).

La brecha salarial se encuentra, en este sentido, ligada a la segregación ocupacional 
de género, tanto horizontal como vertical. El origen de estos fenómenos se vincula con los 
procesos de discriminación por el lado de la demanda (contratación, promoción, ascenso 
fijación de salarios y compensaciones), por el lado de la oferta (debido a las preferencias de 
las mujeres en un contexto caracterizado por una distribución desigual de los trabajos no 
remunerados, doméstico y de cuidados) y por estereotipos o normas sociales que conducen 
la elección de ciertos puestos de trabajo y, antes, a ciertas carreras profesionales u oficios.

En cuanto a la segregación educativa, los datos de egresos de carreras de grado mues-
tran que las mujeres egresan mayoritariamente de ciencias sociales, humanas y de la salud, 
mientras que un porcentaje mucho menor egresa de las ciencias básicas y tecnológicas (los 
varones presentan una distribución más equilibrada entre las distintas disciplinas).

Por otra parte, y si bien las mujeres han aumentado sus egresos relativos en las carreras 
básicas y tecnológicas (pasando de 6,6 % en 1987 a 12,7 % en 2011), los hombres mantienen 
un porcentaje significativamente mayor de egresos en estas carreras (25 %).

Adicionalmente, en materia de segregación laboral, cuando se analiza la composición 
por actividad económica, resulta notorio que hombres y mujeres no se distribuyen de forma 
homogénea: los sectores donde se registran los mayores niveles de productividad se en-
cuentran casi completamente masculinizados.

Gráfico 9. Relación entre el nivel de segregación de la rama de actividad y su nivel de 
productividad (VAB/ocupado), en miles de pesos uruguayos

Fuente: OPP (2018b).

%de mujeres en la rama de actividad

N
iv

el
 d

e 
pr

od
uc

tiv
id

ad

0 10 20 30 40 50 60 70 80 90 100

Ausencia de mujeres

3000

2500

2000

1500

1000

500

0

https://www.opp.gub.uy/sites/default/files/inline-files/8_Escenarios prospectivos.Sistemas de g%C3%A9nero%2C igualdad y su impacto en el desarrollo.pdf


57

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

Desigualdad de género y violencia hacia la mujer

La violencia contra la mujer constituye una problemática en sí misma, pero relacionada sin em-

bargo a muchas de las inequidades descritas en esta sección; puede incluso ser interpretada 

como síntoma de la desigualdad de poder entre hombres y mujeres. En ese sentido, se en-

cuentra fuertemente relacionada con patrones culturales que legitiman el uso de la violencia 

contra la mujer (Gambetta y Coraza, 2017). Este tipo de prácticas constituye un atentado contra 

la igualdad de derechos y el ejercicio de las libertades fundamentales.

La Declaración de Beijing (ONU, 1995) define la violencia contra la mujer como “todo acto 

de violencia basado en el género”, sea “sexual o psicológico”, incluyendo aquellos que pueden 

ser catalogarse como “amenazas” o “coerción”. Según la Segunda Encuesta Nacional de Pre-

valencia de Violencia Basada en Género y Generaciones de 2019, en Uruguay el 76,7% de las 

mujeres ha sufrido violencia basada en género en algún momento a lo largo de su vida (Inmu-

jeres, 2020a). En particular, la mitad de las mujeres han vivido situaciones de violencia basada 

en género en espacios públicos, y este indicador ha aumentado alrededor de un tercio desde 

2013. Asimismo, un 17,9% reporta haber sufrido violencia por ser mujer en el ámbito laboral y 

13,4%, en entornos educativos.

La violencia hacia la mujer en el marco de una relación de pareja constituye una realidad 

especialmente preocupante, en tanto atraviesa un conjunto amplio de dimensiones, se encuen-

tra en niveles particularmente altos y pone a la mujer en un lugar de particular vulnerabilidad.  

Según la Encuesta Nacional de Prevalencia sobre la Violencia basada en Género, el 19,5% de 

las mujeres declara haber vivido situaciones de violencia por parte de la pareja o expareja en 

los últimos 12 meses. La mayoría de ellas declara haber sufrido violencia psicológica, seguida 

de violencia en el plano económico-patrimonial. 

Gráfico 10. Porcentaje de mujeres que vivieron situaciones de violencia por parte de la pareja 

o expareja en los últimos 12 meses, por tipo de violencia, 2019

Nota: las categorías no son excluyentes por lo que la suma de ellas no corresponde al total. Fuente: Inmujeres (2020b).
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El homicidio de mujeres representa la forma más extrema de violencia contra la mujer, pero 

es parte de un continuo de discriminación y abuso basados en género, donde tienen lugar 

algunas de las dinámicas mencionadas más arriba (UNODC, 2018). Dentro de los homicidios 

de mujeres, existe la categoría de “femicidio”, que no tiene una definición internacional exacta, 

pero es definida en varios países como el homicidio de mujeres por razones de género (UNO-

DC, 2018).

En Uruguay, el Ministerio del Interior y Ministerio de Desarrollo Social han definido criterios 

para la tipificación de femicidios, que incluyen la existencia de odio, desprecio o menosprecio y 

el vínculo que la víctima mantenía con el victimario (MI y MIDES, 2019). El número de femicidios 

en el país ha variado poco desde 2012, llegando a un máximo relativo para el período en 2018, 

con 30 casos. El 30% de las víctimas se concentran entre los 30 y 40 años, y el 70% de los 

femicidas no tienen antecedentes penales (MI y MIDES, 2019). Como se observa en la Tabla 2, 

alrededor de la mitad de los homicidios de mujeres son clasificados como femicidios.

Tabla 2. Total de homicidios por año en Uruguay (2012-2018) 

Fuente: MI y MIDES, 2019.

Homicidios a mujeres Femicidios

2012 39 26

2013 55 23

2014 49 18

2015 50 26

2016 42 22

2017 56 27

2018 56 30

Crecimiento de ingresos y reducción de la desigualdad

El crecimiento económico sostenido y el aumento del empleo y la formalidad analizados en 

la sección anterior han tenido como corolario un fuerte incremento de los ingresos de los 

hogares y una mejora en su distribución. A modo de referencia, los ingresos de los hogares 

crecieron aproximadamente un 70% en términos reales entre 2003 y 2019. Por otro lado, 

la caída en la desigualdad de los ingresos es uno de los hechos más notorios del período 

reciente: luego de una larga tendencia al alza entre 1993 y 2007, el índice de Gini pasó de 

0,46 en 2007 a 0,38 en 2012, para luego mantenerse en una relativa estabilidad.

Una caída de 8 puntos en el índice de Gini en un período de cinco años es un hecho ex-

cepcional a nivel mundial (Atkinson, 2016) y se comprende por la coherencia y simultaneidad 
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de un amplio conjunto de factores. En este sentido, la evidencia nacional es consistente en 

señalar los impactos de un amplio conjunto de políticas, que afectan tanto a los ingresos pri-

marios (incremento del SMN, reinstalación de la negociación colectiva), vía salarios y jubila-

ciones, como los ingresos después de impuestos y transferencias (reforma tributaria, jubila-

ciones y pensiones mínimas y creación de las asignaciones familiares del Plan de Equidad).

En primer lugar, el salario real tuvo un crecimiento sostenido entre 2003 y 2018, alcan-

zando un 58,5% de incremento (cayó levemente en 2019). Al mismo tiempo, los estudios 

muestran una caída de la desigualdad de los ingresos salariales entre 2007 y 2013, junto 

con un estancamiento a partir de esa fecha (Amarante y Tenenbaum, 2016).

A través de un ejercicio de microsimulación, Maurizio (2014) encuentra que alrededor del 7 % 

del descenso total de los indicadores de desigualdad (el índice de Gini y el índice de Theil) obe-

dece a cambios en el salario mínimo. Con relación a los resultados que tuvo la reinstauración 

de la negociación colectiva a partir de 2005, Cabrera y Echagüe (2017), mediante ejercicios de 

descomposición, encontraron que la mitad de la caída de la desigualdad salarial entre 2005 y 

2015 podría ser atribuida a las pautas salariales negociadas en los convenios colectivos.

En definitiva, en un contexto de expansión económica y crecimiento del empleo, la insti-

tucionalidad laboral tuvo un rol importante en la reducción de la desigualdad de ingresos en 

Uruguay, mediante el aumento sostenido del SMN y disminución de brechas salariales por 

la negociación colectiva tripartita.

Asimismo, el aumento en los ingresos laborales por encima de la inflación tuvo su corre-

lato en los ingresos de los pasivos, pues en Uruguay las jubilaciones se ajustan por el índice 

medio de salarios. Esta evolución favorable de las jubilaciones promedio fue complementa-

da con la decisión de incrementar las jubilaciones y las pensiones mínimas, y de flexibilizar 

las condiciones para el acceso a estas (Lavalleja, Rossi y Tenenbaum, 2018).35 

En el mismo sentido, algunos estudios muestran cómo la serie de reformas en las políti-

cas públicas con objetivos redistributivos, como la reforma tributaria, de salud y la creación 

de las asignaciones familiares no contributivas, generadas en los años 2006-2008, ha teni-

do un fuerte impacto en la reducción de la desigualdad. 

Por ejemplo, el índice de Gini aumenta 2,4 puntos cuando no se consideran los efectos 

de las nuevas transferencias (Tarjeta Uruguay Social y asignaciones familiares del Plan de 

Equidad) ni los cambios impositivos (IRPF y IASS) (Amarante et al., 2010).

Por otra parte, de la mano de las mejoras recientes en materia de desigualdad, Uruguay 

ha experimentado una considerable reducción de los niveles de pobreza monetaria. El por-

centaje de personas en situación de pobreza36 pasó de un 40 % en 2004 a un 8 ,8% en 2019, 

aunque, al igual que sucedió con otros indicadores de bienestar, en el final de período esta 

tendencia se ha detenido (incluso aumentando levemente en el último año).

35 La jubilación mínima tuvo un incremento de 59,5 % entre 2004 y 2017.

36 Es decir, que residen en hogares con ingresos inferiores al valor de una canasta básica.
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Gráfico 11. Personas en situación de pobreza, país urbano, 1990-2019, en porcentajes

Fuente: Instituto Nacional de Estadística, INE.

Desigualdad en el acceso a la protección social

Al observar las características de los hogares que permanecen en situación de pobreza 

monetaria es posible comprender los alcances y limitaciones de los avances recientes en 

materia de generación y distribución de los ingresos en el Uruguay. En estos hogares, tan 

solo un 8 % de los adultos finalizó la educación media, la desocupación alcanza al 24 % y, 

para los que obtienen empleo, la informalidad llega al 73 % (ECH-INE, 2019).

Al mismo tiempo, el 90 % de estos hogares están integrados por al menos un niño, niña 

o adolescente y el 47 % residen en municipios de la periferia montevideana (UNICEF, 2017). 

Es decir, se trata de hogares que tienen un requerimiento mayor de recursos económicos 

y de servicios para satisfacer sus necesidades mínimas de bienestar, pero tienen mayores 

dificultades para acceder a estos.

Las limitaciones para acceder a un mínimo suficiente de ingresos se comprenden mejor 

cuando se observa que los salarios que se obtienen en la informalidad son, en promedio, de 

un tercio de los que se obtienen en la formalidad y que un 20 % no alcanzan al SMN.

En el mismo sentido, vale la pena considerar que, aun en los casos de formalidad laboral, 

la protección social (SMN más transferencias) no es suficiente para garantizar que se evite la 

pobreza en los casos de hogares con menores.37

37 Por ejemplo, el valor del SMN en julio de 2019 era de $ 15.650, mientras que la canasta básica individual en Montevideo 
alcanzaba en setiembre de 2019 a $ 14.560 y el valor mensual básico de la asignación familiar del Plan de Equidad era de 
$ 1.615,23 por el primer beneficiario (en gestación, menor de 5 años y escolar).
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Estos factores permiten comprender el desbalance entre la pobreza de los menores de 

edad y la pobreza en el resto de la población. En este aspecto Uruguay se destaca negati-

vamente a nivel mundial (Morelli et al., 2015). 

Gráfico 12. Incidencia de la pobreza monetaria en niños (0-17 años) y adultos mayores  
(65 años y más) y ratio de pobreza infantil y en adultos mayores, 1986-2018

Nota: Promedios ponderados de ciclos trianuales. Fuente: UNICEF (2017), actualizado.

En primer lugar, los datos confirman el carácter estructural de la pobreza infantil en el 

Uruguay y las dificultades del país para superar este desafío, aun en los contextos más di-

versos. De hecho, la serie permite observar que antes del año 2010 la pobreza monetaria en 

menores de 18 años nunca estuvo por debajo del 30 %.

En segundo lugar, luego de 15 años de caída sostenida a partir de 2004, la pobreza infan-

til sigue estando en niveles muy elevados (16 ,2%). Este nivel de pobreza en personas de 0 

a 17 años es el doble de la pobreza para el total de la población (8,8%) y más de diez veces 

mayor que la pobreza en personas de 65 y más años (1,8 %).

Finalmente, dado que el desafío persiste, parece pertinente enfocarse en los argumentos 

más citados por la literatura para comprender este fenómeno (Katzman et al., 2001; UNICEF, 

2017) y que no están contemplados entre los ya mencionados vinculados al funcionamiento 

del mercado de trabajo y la obtención de ingresos. Por un lado, el desbalance generacional en 

materia de protección social a la población inactiva y, por otro, la concentración de la reproduc-

ción en los grupos de ingresos más bajos, junto con las desigualdades de género persistentes. 
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En una mirada más amplia sobre la distribución de recursos en la sociedad y los víncu-

los entre riqueza y pobreza, es importante señalar que, en el sistema de seguridad social 

uruguayo, las transferencias por encima de las contribuciones realizadas pueden llegar a 

montos muy superiores a los que buscan garantizar ingresos mínimos. Según Carbajal y 

Zunino (2019), en varios de los actuales subsistemas de seguridad social las transferencias 

actuariales netas para trayectorias de altos ingresos son sustantivas.

A su vez, el énfasis en la pobreza infantil no siempre permite observar que el desbalance 

generacional en el acceso a ingresos está presente a lo largo de toda la distribución. Esto es 

importante porque indica que la superación de esta situación requiere de una transformación 

estructural, que va mucho más allá del combate a la pobreza monetaria y refiere a la estructura 

poblacional. A modo de referencia, el siguiente gráfico muestra la concentración de los niños 

entre los primeros deciles de ingreso, la distribución homogénea de los adultos y la concen-

tración de las personas mayores de 74 años entre los deciles más altos.38 En otras palabras, 

el 50 % de los niños y niñas menores de 7 años viven en hogares pertenecientes al 30 % más 

pobre de la población y solo el 17 % viven en hogares pertenecientes al 30 % más rico.

Gráfico 13. Distribución poblacional según franjas etarias y deciles de ingreso  
per cápita, 2019

Fuente: Elaboración propia basada en la Encuesta Continua de Hogares, INE.

38 Si bien no hay estudios recientes para el caso de Uruguay, la mayor mortalidad de las personas con nivel socioeconómico 
bajo que muestra la evidencia internacional lleva a pensar más allá de la comparación entre generaciones y a prestar ma-
yor atención a la comparación entre niveles socioeconómicos.
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En el marco de la Agenda 2030, la protección social tiene el objetivo de garantizar nive-

les de vida dignos para todas las personas y en todas las dimensiones. Estos niveles míni-

mos son un derecho irrenunciable, un requisito para participar activamente de la sociedad 

y compartir los frutos de su progreso y un resguardo frente a las situaciones adversas. La 

capacidad de los países para construir estas redes de apoyo es una inversión en el desarro-

llo que se construye en el mediano y largo plazo y, para que sea efectiva, debe ser previa a 

la aparición de las crisis.

Alcanzar una protección social adecuada y suficiente desde el nacimiento a la vejez pre-

senta para Uruguay al menos tres desafíos críticos: 

1. el acceso a ingresos suficientes de una importante proporción de los hogares con 

menores; 

2. la ausencia de cobertura de los trabajadores informales, mayoritariamente jóvenes y 

de bajo nivel educativo; 

3. y la sostenibilidad de los niveles de cobertura y suficiencia de las pasividades, en un 

contexto de envejecimiento acelerado.

Abordar el primer punto supone consensuar un diseño único y transparente de las trans-

ferencias, que sea efectivo y eficiente en el logro de los objetivos y que, al mismo tiempo, 

no se centre en las discusiones sobre efectos no deseados que no han sido de magnitud 

en Uruguay. Este sistema único de transferencias a hogares con menores puede partir de 

fortalecer e integrar los beneficios actuales, incorporando en una sola estrategia las transfe-

rencias y las deducciones del sistema impositivo.

En términos de la inversión a realizar, es necesario tener presente que, según la OIT, el 

gasto público en protección social a la infancia que realiza Uruguay es bajo en la comparación 

internacional, y que, al contrario de la tendencia global, tuvo una pequeña reducción entre 

2010 y 2015, pasando de 0,5 % a 0,4 % del PBI.39 Este gasto se compone esencialmente de 

transferencias a las familias con niños y, en el caso de Europa occidental, supone un esfuerzo 

macroeconómico casi seis veces superior al que realiza Uruguay (2,24 % frente a 0,4 % del PBI).

El fortalecimiento de las transferencias a los hogares con niños permitiría poner fin a la 

pobreza monetaria en Uruguay, igualar los niveles de protección que tienen otros grupos de 

edad y reducir la brecha con los países más desarrollados.

Bienestar multidimensional: logros y desigualdades

Desde un enfoque de derechos, las medidas de pobreza multidimensional son una buena 

forma de integrar el análisis respecto a la evolución del bienestar, ya que ver más allá de los 

39 El promedio de América Latina y el Caribe pasó de 0,57 % en 2010 a 0,81 % en 2015, mientras que en Europa del este pasó 
de 1,16 % a 1,58 % y en América del Norte, Asia y Oceanía (países desarrollados) pasó de 1,57 % a 1,65 % entre 2010 y 2014; 
en Europa occidental pasó de 2,03 % a 2,24 % entre 2009 y 2013.



64

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

ingresos da pistas y permite reflexionar sobre desafíos estructurales. En este sentido, según 

MIDES y OPP (2017), las personas que tienen al menos un derecho social vulnerado40 pasaron 

de 61,5 % en 2006 a 50,7 % en 2016. Es decir, la caída de la pobreza multidimensional acompa-

ña lo observado en la pobreza monetaria, pero de manera mucho menos pronunciada.

Los logros en educación, salud y vivienda insumen a los países más tiempo y esfuerzo 

que los avances en materia de ingresos, pero, una vez alcanzados, se transforman en ac-

tivos de las personas, que potencian el desarrollo y amortiguan las situaciones de crisis y 

recesión económica.

Desafíos educativos

Los esfuerzos de los últimos años dieron lugar a un incremento de la asistencia media a 

clases y una reducción en las brechas entre niveles socioeconómicos, tanto en educación 

inicial como en secundaria, de la mano de un incremento del gasto por alumno, mejoras 

salariales en todos los niveles, una reducción del tamaño de los grupos y un despliegue de 

distintas ofertas, principalmente para los jóvenes (UTU, UTEC, UDELAR e INEFOP)41 (INEEd, 

2017; MEC, 2018).

Sin embargo, tanto en primaria como en secundaria, más de la mitad de los niños y ado-

lescentes no alcanzan los niveles mínimos de aprendizaje establecidos por las distintas 

pruebas internacionales42 y persisten grandes diferencias entre los distintos contextos so-

cioeconómicos. A su vez, entre los 15 y los 17 años, 1 de cada 5 adolescentes ya no asiste al 

sistema educativo, mientras que entre los 21 y 22 años solo un 42 % de los jóvenes logran 

egresar de la educación media.43

En el caso de la educación media superior, si los casi 70.000 jóvenes de entre 15 y 17 

años que no asisten a ese nivel lograran superar los problemas de abandono y rezago, la 

oferta debería incrementarse en un 40 % para lograr su inclusión. Esta es una de las razones 

por las que, si bien la matrícula se ha incrementado, pasando de 133.000 jóvenes en 2002 

a 172.000 en 2017, puede resultar aún insuficiente.

Por otra parte, estos resultados también son muy desiguales. Las medidas de desempe-

ño escolar en matemáticas y lectura, evaluadas a través de la incidencia de los niveles más 

altos y más bajos en las pruebas, evidencian brechas de entre cuatro y seis veces entre las 

escuelas de contexto muy favorable y las de contexto muy desfavorable. Mientras tanto, los 

jóvenes de niveles socioeconómicos más altos tienen cinco veces más posibilidades de cul-

40 Las dimensiones consideradas fueron: educación, vivienda, salud y seguridad social.

41 Universidad del Trabajo del Uruguay (UTU), Universidad Tecnológica del Uruguay (UTEC), Universidad de la República 
(UDELAR), Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional (INEFOP).

42 Según las pruebas TERCE/UNESCO, en educación primaria la proporción que se ubicaba en los niveles más bajos de 
desempeño (niveles 1 y 2) era de 71 % en ciencias, 62 % en matemática y 56 % en lectura. Según las pruebas PISA/OCDE, un 
40 % de los estudiantes de 15 años no alcanzan los logros mínimos en lectura y ciencias, y un 52 % en matemática, mientras 
que un 14 % de los adolescentes ya no asisten (ANEP, 2017).

43 Datos del Observatorio Social del MIDES con base en la Encuesta Continua de Hogares 2018.
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minar la educación media que los de niveles más bajos (71 % en el quintil 5 y 15 % en el quintil 

1) (INEEd, 2017); en Montevideo, los niveles de egreso de la educación media van desde 

menos de un tercio en la periferia hasta más de dos tercios en la zona sur.

El desempeño en materia de egreso de educación media no se corresponde con los ni-

veles de riqueza y distribución que genera el país y hacen de Uruguay una excepción a nivel 

mundial, caracterizado por una alta desigualdad educativa. En un contexto de mejora gene-

ralizada de los indicadores sociales y económicos, los avances en materia de aprendizajes 

y niveles de egreso han sido marginales (INEEd, 2017).

Si se pone el foco en el papel de la formación para la generación de capacidades, la lista 

de desafíos es extensa (INEEd, 2017) y combina problemas que van desde el contexto en 

donde se desarrolla la formación hasta las propias dinámicas del sistema educativo. En re-

lación con el contexto aparecen como centrales: las desigualdades entre las situaciones de 

vida de los niños y la capacidad de los hogares para acompañar los aprendizajes; la segre-

gación urbana y las dificultades de acceso a los servicios; la falta de incentivos provenientes 

del mercado de trabajo y la insuficiencia de los dispositivos para el cuidado extrafamiliar 

(Batthyány et al., 2016)44.

En este marco, la creciente segregación institucional de la educación a partir del eje 

público-privado y una distribución regresiva de los propios recursos públicos en primaria 

(INEEd, 2017; Colacce, Manzi y Tenenbaum, 2018) deben tomarse en cuenta a la hora de 

valorar la magnitud de los desafíos en materia de incremento o reasignación de recursos en 

materia educativa.

En el primer caso, es posible identificar varios efectos futuros y negativos de la separa-

ción de la población pobre en escuelas específicas y crecientemente aisladas del resto de 

la población. Como efectos se destacan las mayores dificultades de la población con menos 

recursos para obtener buenos resultados educativos, peores desempeños laborales, mayor 

desigualdad futura en los ingresos y menores niveles de integración social.

En este sentido, la situación de Uruguay se habría deteriorado entre 1992 y 2011 para 

cualquiera de los indicadores que se usen de referencia (índice de disimilitud, índice de 

aislamiento e índice de brecha por centiles)45 a la hora de medir la segregación en el eje 

público-privado. 

Si bien la mayor proporción de las desigualdades se explican por el origen socioeconó-

mico de los estudiantes, estudios recientes han llamado la atención sobre las desigualda-

44 En cuanto a las dinámicas propias del sistema educativo, se señalan: la gobernanza del sistema; la formación, remunera-
ción y carrera de los docentes; la segregación institucional; las reglas de asignación de recursos dentro de la educación 
pública (principalmente la concentración de los docentes con más experiencia y mejor remuneración en los centros de 
mejor contexto); el tiempo educativo (en horas y días); el nivel y asignación de los recursos públicos; la flexibilidad para 
la gestión de los centros y su vínculo con el medio; las formas de evaluación y los aspectos pedagógicos (INEEd, 2017; 
Cardozo, 2018).

45 El primero mide la proporción de pobres a reasignar hasta obtener una distribución equitativa; el segundo mide la probabi-
lidad que tiene un pobre de compartir institución con no pobres; y el tercero mide la dispersión pero en torno a la mediana 
de ingresos en cada centro.
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des en la distribución de los recursos dentro de la propia escuela pública. Por un lado, por 

la percepción de los docentes de que la menor presencia de recursos en general, la peor 

infraestructura y las mayores carencias en materia de mantenimiento coinciden con los con-

textos culturales y socioeconómicos más desfavorables (INEEd, 2017). Por otro, por la cons-

tatación del costo unitario más elevado de las escuelas con contexto social más favorable 

(comunes y de práctica) frente a las escuelas de contextos más vulnerables, principalmente 

a raíz de una mayor concentración de maestras con grados más elevados (Colacce, Manzi y 

Tenenbaum, 2018).

La recomendación de la UNESCO, para que los países en desarrollo puedan cumplir 

con las metas de la Agenda 2030, es alcanzar o superar el 6 % del PBI de gasto público en 

educación. A su vez, dicho lineamiento parece coincidir con la percepción de la población 

uruguaya de que se destinan pocos recursos públicos a la educación (INEEd, 2017; con base 

en la Encuesta de Opinión Pública 2015).

Según el último dato comparable del que se dispone, en términos relativos a la capaci-

dad económica del país, el 4,3 % del PBI que Uruguay destinó a la educación formal en 2012 

todavía se encontraba levemente por debajo del promedio mundial (4,4 %) y del de América 

Latina (4,6 %), y a una distancia considerable de la inversión que realizaban los países de 

Europa occidental (5,7 %) (INEEd, 2017). Es decir que acercarse a los países con mejores re-

sultados en educación requerirá de décadas de una inversión más alta y sostenida.

A su vez, en términos de equidad, es importante tener presente que el gasto promedio 

destinado a estudiantes de educación media pública era apenas la mitad del correspondien-

te a estudiantes de educación media privada. Manteniendo los niveles de exclusión presen-

tes a esa fecha, la sola equiparación de la inversión entre los subsistemas público y privado 

supone casi una duplicación de los recursos públicos destinados a este nivel.

Si bien se destaca el fuerte incremento que tuvo la matrícula de la enseñanza técnica du-

rante los últimos años, parece existir margen para que se siga expandiendo. El crecimiento, 

que se observó en todos los niveles, tuvo un papel destacado en el nivel medio superior, en 

donde pasó de 10.000 inscriptos en 2002 a 47.000 en 2017 (MEC, 2018). De todos modos, la 

participación de la enseñanza técnica en la matrícula de la enseñanza media superior al final 

del período (28 %) todavía se encuentra a una distancia considerable de la que se observaba 

en los países de alto desarrollo humano durante los años 2000 (40 % en promedio).

Logros y desigualdades de salud

La cantidad de beneficiarios del Sistema Nacional Integrado de Salud pasó de 749.000 en 

diciembre de 2007 (22,3 % de la población) a 2.520.000 en diciembre de 2019 (71,6% de la 

población). En el marco de un importante crecimiento, se destaca en este período la incor-

poración de grupos que no estaban cubiertos por el sistema anterior (DISSE): menores de 18 

años, cónyuges y pasivos.
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El incremento de la inversión, la mejora en el acceso y el avance general en materia de 

bienestar puede verse reflejado en uno de los indicadores que históricamente ha resumido 

mejor el estado de salud de la población: la mortalidad infantil. Esta presenta una caída 

sostenida desde principios de los noventa, al tiempo que acelera su reducción desde 2003-

2004 y alcanza un mínimo histórico en 2017 (6,5 cada 1000 nacidos vivos).

En cuanto a la salud de la población, es posible comprobar que, a medida que la sociedad 

avanza en la consolidación de logros, se ponen de relieve nuevos y viejos desafíos. En este 

caso, se destaca la necesidad de reducir la presencia de factores de riesgo de enfermeda-

des no transmisibles, junto con la persistencia de inequidades según nivel socioeconómico, 

género y territorio, tanto a nivel de atención en salud como de calidad de vida.

Los estudios más recientes muestran que las enfermedades no transmisibles46 alcanzan 

a explicar el 87 % de los años de vida saludable perdidos por el conjunto de la población 

uruguaya (MSP, 2015). Estas enfermedades son la principal causa de muerte en el país, pero 

también “son el origen de la mayor parte de las discapacidades que presentan los individuos 

y que incrementan sus necesidades asistenciales” (MSP, 2015, p. 12).

El 40 % de las personas en Uruguay presentan tres o más factores de riesgo y solo 2,2 % 

no presenta ninguno. En particular, existe una fuerte preocupación por la etapa adulta, 

ya que un 50 % de las personas de entre 25 y 64 años presentan tres o más factores de 

riesgo (MSP, 2015). Según el Ministerio de Salud Pública (MSP), entre 2006 y 2013 (último 

dato disponible), si bien se observan mejoras en la reducción del consumo diario de ta-

baco, el nivel de actividad física y la disminución del colesterol elevado, hay factores de 

riesgo que aumentan (el sobrepeso/obesidad y la presión arterial elevada) o perduran y 

generan preocupación (bajo consumo de frutas y verduras, consumo nocivo de alcohol y 

glicemia elevada).

Más allá de los resultados promedio, Méndez (2017) estimó que las desigualdades so-

cioeconómicas y de género son muy importantes a la hora de comprender la incidencia de 

las enfermedades no transmisibles. Además de establecer que las privaciones materiales y 

el género inciden fuertemente en la probabilidad de contraer estas enfermedades, el estu-

dio encuentra que la cultura de la prevención es muy desigual según el nivel socioeconómi-

co (más baja en los niveles más bajos) y que, con relación a la atención que se requiere, el 

acceso es más bajo entre las personas de bajos recursos y las mujeres.

Considerando que las enfermedades no transmisibles causan grandes deterioros físicos, 

trastornos agudos y discapacidad, que comprometen seriamente la autonomía física y gene-

ran dependencia, es importante tener en cuenta que las desigualdades de recursos iniciales 

se ven reforzadas a partir de sus consecuencias (mayor necesidad de recursos y menores 

posibilidades para su generación).

46 Las enfermedades no transmisibles —o crónicas— son afecciones de larga duración con una progresión generalmente 
lenta. Los cuatro tipos principales de enfermedades no transmisibles son: las enfermedades cardiovasculares, el cáncer, 
las enfermedades respiratorias crónicas y la diabetes.
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Complementando el panorama respecto a la desigualdad, vale la pena hacer una men-

ción especial a la incidencia del factor territorial. Tenenbaum (2015) encuentra que los nive-

les de mortalidad son mayores en el grupo de departamentos del norte del país, que tienen 

el peor desempeño en indicadores socioeconómicos y están asociados a la informalidad en 

el empleo y las necesidades básicas insatisfechas.

A su vez, más allá de los destacados logros mencionados en materia de acceso y co-

bertura, la segregación institucional persiste y las diferencias en atención siguen estando 

presentes. En 2017, mientras que la atención en la Administración de los Servicios de Salud 

del Estado (ASSE) era menor al 7 % entre quienes habían alcanzado la educación universi-

taria, los servicios públicos daban un 40 % de la cobertura a quienes no superaban el nivel 

primario. A su vez, la Encuesta Nacional de Salud aplicada en 2014 permitió saber que, ante 

una necesidad de atención concreta, la incidencia de los problemas de acceso es diferente 

según el tipo de institución (35 % en un servicio público y 24 % en un servicio privado).

Mejorar la calidad de vida y repensar los cuidados 

En un contexto en donde los principales avances en materia de salud se concentran en la 

reducción de la mortalidad infantil y el aumento de la sobrevivencia en las edades avanzadas, 

poner el foco en los desafíos supone prestar atención a dos tres temas centrales: la incidencia 

de las enfermedades crónicas no transmisibles, los hábitos de vida saludables y la calidad 

de los cuidados. Dadas las perspectivas de un envejecimiento acelerado de la población, la 

combinación de estos tres factores tiene el potencial de generar escenarios muy diferentes en 

materia de bienestar, tanto de las poblaciones de mayor edad como del resto de la sociedad.

En cuanto a la importancia de las enfermedades crónicas vale destacar que ya en el año 

2010 representaban la principal causa de muerte en el Uruguay y acumulaban el 86,5 % de 

la mortalidad. Estas enfermedades son las que tienen el mayor peso tanto en relación con 

años de vida perdidos por discapacidad (AVD), como años de vida perdidos por muerte pre-

matura (AVP) y años de vida saludables perdidos (AVISA) (Alemán et al., 2015). Los años de 

vida saludables perdidos son un indicador fundamental para aproximar la calidad de vida y 

el bienestar de una población.

Las diez primeras causas de AVISA en Uruguay son, por orden de prevalencia: enferme-

dad isquémica del corazón, accidente vascular encefálico (AVE), EPOC, siniestros de trán-

sito, cáncer de pulmón, Alzheimer y otras demencias, neumonía, heridas autoinfligidas, dia-

betes y cáncer de colon y recto. A su vez, la carga de AVISA atribuible a factores de riesgo 

(tanto conductuales como biológicos) se distribuye, por orden de prevalencia, de la siguien-

te manera: tabaquismo, presión arterial elevada, obesidad, diabetes, colesterol elevado y 

sedentarismo (Alemán et al., 2015).

Como ya se señaló, en Uruguay el 40 % de las personas presentan tres o más factores de 

riesgo y solo 2,2 % no presentan ningún factor de riesgo. En particular, los factores de riesgo 
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tienen una fuerte presencia en la etapa adulta, en que un 50 % de las personas de entre 25 

y 64 años presentan tres o más factores de riesgo (MSP, 2015).

Entre 2005 y 2014 ha aumentado la práctica de actividades físicas en la población, pasan-

do de 39,7 % a 50 % (MIDES y OPP, 2017), y las mujeres en etapa adulta son las que presentan 

los niveles más bajos. En cuanto a los motivos para no realizar actividades físicas, la falta de 

tiempo es el más mencionado (1 de cada 3 personas), por lo que la disponibilidad de tiempo 

motiva otras desigualdades a lo largo del ciclo de vida, además de las ya mencionadas, tanto 

entre varones y mujeres como entre distintos niveles socioeconómicos.

Con relación a la hipertensión arterial, a la alta prevalencia en la población adulta y al au-

mento registrado entre 2006 y 2013, debe sumarse el hecho de que una proporción elevada 

de la población desconoce que es hipertensa y no está en tratamiento por ello (casi 6 de 

cada 10 personas estaban en esa situación y la cifra es mayor entre los hombres).

Las enfermedades crónicas no transmisibles causan grandes deterioros físicos, trastor-

nos agudos y discapacidad, que comprometen seriamente la autonomía física y generan de-

pendencia; por ello es importante tener en cuenta que las desigualdades de recursos se ven 

reforzadas cuando se viven las consecuencias de estas enfermedades (mayor necesidad de 

recursos y menores posibilidades de generarlos).

Vale la pena recordar que tanto la salud como el estado funcional son factores deter-

minantes en la calidad de vida de las personas, ya que condicionan la libertad de estas y 

requieren la disposición de mayores recursos para obtener niveles de bienestar similares 

(Bowling y Gabriel, 2004; Sen, 1999).

En Uruguay, un 37,7 % de las personas mayores tienen una privación de su bienestar en 

la dimensión de salud. Con base en la Encuesta Longitudinal de Protección Social (ELPS) 

2012-2013, se constata que el 25,7 % de las personas de 65 años y más tienen diagnosticada 

al menos una enfermedad relevante (Amarante y Colacce, 2018). En orden de prevalencia, 

estas son: problemas cardíacos (16,1 %), asma (7 %), cáncer (3,2 %) o enfermedad renal (3 %). A 

su vez, un 16,9 % presentan al menos una discapacidad.

En un escenario de envejecimiento acelerado de la población, además del estado de 

salud a lo largo de toda la vida, la relación entre cuidados de calidad y aumento de autono-

mía de las personas tiene connotaciones económicas trascendentes. En este sentido, los 

estudios a nivel internacional estiman que los sistemas de cuidado formales llegan a generar 

un ahorro cercano al 10 % de los gastos en salud, es decir, hasta un 30 % de su costo total 

(Matus-López, 2015).

El desarrollo de sistemas de cuidado contribuye al bienestar social y económico desde 

planos tan diversos como el desarrollo infantil, el incremento de la autonomía de las perso-

nas en situación de dependencia y el desarrollo social, personal, laboral y económico de 

las cuidadoras familiares. Una transformación de este tipo no es posible sin un cambio en 

la forma en que la sociedad concibe los cuidados, además del presupuesto necesario para 

su implementación.
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En particular, las representaciones sociales sobre el cuidado interesan por tres razones: 

1) en la medida en que la aceptación y valoración de los cuidados formales habilitan el desa-

rrollo de los servicios; 2) porque la asignación de diferentes roles a varones y mujeres refuer-

zan las desigualdades de género; y 3) dado que las diferencias según nivel socioeconómico 

pueden profundizar las desigualdades en función de esta variable.

En este sentido, los únicos resultados disponibles para Uruguay muestran que la mayoría 

de la población (menores de 70 años) considera que los resultados más deseables para las 

personas mayores es que reciban cuidados exclusivamente brindados por sus familiares 

(47 %), seguidos de la contratación de una o varias personas en combinación con la partici-

pación directa de los familiares en el cuidado (43 %) (Batthyány, Genta y Perrotta, 2012).

Por otra parte, la presencia de la división sexual del trabajo se observa con claridad en un 

sentimiento mayor entre las mujeres que entre los varones, con respecto a la obligación de 

asumir directamente las tareas de cuidado, y a la inversa con relación a la supervisión y el 

aporte de dinero. Según los datos disponibles, el 70,4 % de las mujeres consideran que sus 

familias esperan de ellas compartir las tareas regulares de cuidado o asumirlas casi todas, 

mientras que esto les ocurre al 58,5 % de los varones. De forma complementaria, el 46,5 % 

de las mujeres sienten la obligación de asumir casi todas las tareas de cuidados de su padre 

o madre, mientras que para los varones esta obligación está presente en el 38,2 % de los 

casos (Batthyány, Genta y Perrotta, 2012).

En sentido inverso, los varones consideran que sus familias esperan que supervisen los 

servicios o aporten dinero en un 13,7 % de los casos y se sienten obligados a hacerlo en un 

12,4 %, mientras que las mujeres lo hacen en un 6,7 % y 5,9 %, respectivamente.

Finalmente, la mayor valoración del cuidado brindado por familiares directos y la asigna-

ción preponderante de dichas tareas a las mujeres son más frecuentes entre las personas 

de nivel socioeconómico bajo (Batthyány, Genta y Perrotta, 2012). Este dato implica que la 

oferta de servicios formales, a iguales condiciones, va a tener más dificultades para integrar 

a esta población, lo cual limita sus potenciales efectos en la reducción de la desigualdad y 

llama la atención sobre la necesidad y las características que debería tener un cambio cultu-

ral que revierta esta situación.

Acceso a vivienda e integración urbana

La vivienda y la integración urbana tiene un enorme potencial transformador como política 

integral de reducción de la desigualdad y mejora del bienestar de la población. La vivienda 

es un bien fundamental para los hogares, puesto que además de ubicarlos en el territorio, 

brinda acceso a variados servicios como la independencia, la seguridad y la privacidad. Ade-

más de ser el principal activo de los hogares, la vivienda afecta de manera directa la calidad 

de vida de las personas, su salud y su educación (Boullion, 2012).
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En Uruguay, según MIDES (2017), las personas que tienen privaciones en el ejercicio de 

su derecho a la vivienda47 pasaron de 41,7 % en 2006 a 30 % en 2016. Por un lado, en este 

período, el incremento en los ingresos permitió que los hogares invirtieran recursos en me-

jora de la vivienda o adquisición de una nueva.

La reestructura y el saneamiento de los organismos públicos destinados a la política de 

vivienda, junto con el incremento de las cooperativas de ayuda mutua y la aparición de nue-

vos instrumentos y dimensiones de la política pública, son parte de los avances registrados 

en los últimos años. De todos modos, algunos indicadores siguen siendo muy preocupantes: 

por ejemplo, un 42 % de las viviendas tienen problemas de conservación (MIDES, s. f.).

Por otro lado, si bien hasta 2011 los procesos de regularización y la no formación de 

nuevos barrios llevaron a una disminución de los asentamientos irregulares que se habían 

multiplicado en Uruguay en la década del noventa (Álvarez, 2019), los últimos datos del Pro-

grama Mejoramiento de Barrios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente (MVOTMA) y la ONG Techo hablan de un aumento en el número de asentamien-

tos, si bien no permiten comparar la evolución en número de personas.

En una perspectiva más amplia, según los trabajos más recientes sobre segregación resi-

dencial en Montevideo (Vázquez, 2018; Rodríguez Vivas, 2019) y su área metropolitana (Bo-

rrás, 2019), no parece haber una tendencia creciente como sí la hubo en los años noventa. 

Mientras la segregación por ingresos ha bajado, la segregación por variables más estructu-

rales se mantiene igual o aumenta levemente.

Sin embargo, más allá del promedio y de los indicadores cuantitativos, existen dos fenó-

menos que alejan a los extremos y generan preocupación en términos de disminución de la 

sociabilidad y aumento del miedo (Aguiar, 2016): el incremento de la estigmatización y el cre-

cimiento de barrios con problemas de violencia asociados a la concentración de la pobreza 

y la falta de oportunidades (Álvarez, 2019), y el aumento de la segregación de la población 

con altos ingresos y niveles educativos (Vázquez, 2018; Fernández et al., 2009).

En este sentido, los principales efectos negativos de una mayor segregación en materia 

de bienestar recaen sobre las personas que residen en barrios con población homogé-

neamente pobre (efecto vecindario) (Kaztman y Filgueira, 2001; Katzman, 2007; Sampson, 

2012). Entre ellos se destacan: desempeños menores en materia de resultados educativos, 

inserción laboral y conductas de riesgo de los jóvenes; generación de capital social; eficacia 

colectiva; ausencia de empatía frente a los otros y tolerancia a la desigualdad; solidaridad; 

integración y prevención de la exclusión y mantenimiento de bienes públicos (Chetty, Hen-

dren y Katz, 2015; Sampson, 2012; Kaztman, 2007; Rao, 2013).

Puntualmente, el vínculo entre segregación y pobreza se profundiza por la distancia de 

los barrios periféricos a los recursos (empleos, centros educativos, servicios de salud, etc.), 

la mala infraestructura (calles, alumbrados, servicios básicos, espacios públicos), la estigma-

47  Las dimensiones contempladas son: hacinamiento, baños, ambientes adecuados, techos, paredes, pisos, agua, origen del 
agua, desagüe y electricidad.
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tización de la población residente y las dificultades de inserción que esto les genera, la baja 

acumulación de redes y capital social,48 e incluso la disminución de empatía por otros grupos 

de la sociedad crecientemente aislados o la pérdida de capacidad de reclamo ciudadano 

asociada a una población más homogéneamente pobre y con menos recursos.

En el caso de Uruguay, un 70 % de la riqueza que poseen las personas proviene de bie-

nes inmuebles (De Rosa, 2018), al tiempo que el 10 % más rico posee el 59 % del valor de las 

viviendas (Agustoni y Lasarga, 2019). En el otro extremo, se encuentra una fuerte relación 

entre la probabilidad de pertenecer al primer quintil de ingresos y tener problemas de ac-

ceso a una vivienda adecuada o residir en un entorno urbanístico de mala calidad (MIDES y 

OPP, 2015).

Desde la mirada del ciclo de vida, más allá de la importancia de la vivienda para toda la 

población, los problemas de acceso a una vivienda adecuada afectan a los niños de forma 

especial, a través de sus efectos sobre los procesos de alimentación, educación, abrigo y 

construcción de vínculos de contención sociofamiliares, ya que contar con un lugar propio 

y seguro es imprescindible en el proceso de formación de su identidad (CEPAL y UNICEF, 

2010). La presencia de niños es la característica más destacada de los hogares con condicio-

nes de habitabilidad altamente precarias (MIDES y OPP, 2015), junto con menores ingresos, 

menor nivel educativo, mayor informalidad en la inserción laboral y mayor presencia de ho-

gares compuestos y extendidos.

En el mismo sentido, el acceso de los jóvenes a una vivienda adecuada aparece como 

una de las principales dificultades: el alto precio de los alquileres es uno de los factores 

que ayudan a comprender esta realidad, ya que afecta especialmente a las personas de 

menores ingresos. De hecho, a diferencia de lo que sucede en la mayoría de los países de 

la región (Daude et al., 2017), en Uruguay las personas del primer quintil alquilan menos que 

las del quinto.

En términos promedio, el peso de los alquileres en los ingresos es mayor que el peso de 

las cuotas de compra y la diferencia ha crecido en los últimos años.

48 Algunos llegan a mencionar la acumulación de capital social negativo, a partir del ejemplo de una mayor vulnerabilidad a 
las redes delictivas.
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Gráfico 14. Ratio cuota de compra/ingreso y ratio alquiler/ingreso de los hogares. Total 
del país, 2006-2018

Fuente: Elaboración propia.

A su vez, en 2019, un 31 % de los hogares del quintil 1 y un 28 % de los hogares con jefes 

jóvenes (menores de 40) estaban en condición de ocupantes gratuitos con permiso u ocu-

pantes con relación de dependencia. Se trata de una situación que ha crecido en los últimos 

años entre los hogares de bajos ingresos y que se asocia a situaciones de vulnerabilidad y 

falta de acceso a otras formas de tenencia más seguras.

Por otra parte, en la vejez se mantiene la importancia de la vivienda y el entorno urbano 

adecuados como fuentes de protección, seguridad, intimidad y bienestar, pero se agregan 

requerimientos específicos en términos de accesibilidad, comunicación y movilidad. Al igual 

que en las restantes dimensiones de bienestar, los problemas de vivienda entre las perso-

nas mayores tienen una incidencia menor que en los restantes grupos de edad. Sin em-

bargo, pueden alcanzar niveles absolutos elevados y requerir una atención especial, en un 

contexto de envejecimiento acelerado como el que se describió.

En términos de políticas públicas, la primera orientación tiene que ver con buscar solucio-

nes que atiendan al mismo tiempo la problemática de la segregación residencial y el acceso 

a una vivienda adecuada. Esto es fundamental dado que, en caso de priorizar el problema 

del acceso, la solución masiva del déficit cuantitativo solo es viable minimizando los costos, 

lo cual trae aparejado severos problemas de segregación.

Tal como muestra la evidencia (Cruz-Fostik, 2005), si bien la segregación se debe en 

buena parte a las decisiones de los agentes y los mercados del suelo y la vivienda, el Estado 

ha tenido un rol muy importante en la consolidación de barrios homogéneamente pobres, 

cuyas consecuencias sociales se observan recién décadas más tarde. 
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Existe un conjunto de políticas urbanas y de vivienda modernas que tienen en común 

permitir un equilibrio entre la reducción de la segregación y la mejora del acceso. Entre ellas 

se destacan el fomento de un desarrollo inclusivo del mercado de alquileres, regulación del 

uso y precio del suelo, construcción de vivienda social en la ciudad consolidada y con sub-

sidio a la demanda, apostar a otros elementos de integración, mejorando la movilidad, los 

espacios públicos y, principalmente, el fortalecimiento de la educación pública.

Una mayor accesibilidad al mercado de alquileres puede impulsarse de varias maneras, 

desde la regulación del mercado hasta la construcción o reparación de viviendas públicas 

para alquiler. Estos instrumentos han tenido un fuerte impulso en los países más desarrolla-

dos y tienen el potencial de transformarse en una de las formas más amplias y económicas 

de resolver, al mismo tiempo, los problemas de segregación y acceso, principalmente en el 

caso de los hogares jóvenes y con ingresos bajos.

Las zonas especiales de interés social son un instrumento de planificación urbana usa-

do —tanto por la vía de regularizar vivienda informal como la de construir vivienda social en 

áreas vacías sin que se eleven de manera excesiva los costos— para proteger ciertas áreas 

para que los más pobres puedan acceder a la ciudad y no sean desplazados por la cons-

trucción de proyectos privados o estatales de alta renta. La existencia de externalidades en 

el precio de los inmuebles derivadas de las características del entorno y su vínculo con las 

oportunidades de interacción social permiten pensar en posibilidades novedosas de inter-

vención de las políticas públicas.

En el caso de Uruguay, existe un incremento promedio de entre 12 y 17 % en el precio de 

las propiedades a menos de 200 metros de la frontera de zonas donde se implementó la 

Ley de Promoción de Viviendas de Interés Social (González-Pampillón, 2019). Esto confirma 

que se trata de un instrumento con un gran potencial para promover una distribución más 

equitativa del valor en el territorio y transitar hacia una ciudad más integrada.

Por otra parte, las mayores distancias asociadas con la residencia en la periferia implican 

mayor gasto de tiempo y dinero en transporte, lo que afecta negativamente los ingresos y 

ahorros de los hogares en peores condiciones y refuerza los mecanismos de desigualdad. 

La distancia geográfica y, en definitiva, todas las desigualdades que esta conlleva pueden 

acortarse con una buena y accesible movilidad (Hernández y Rossel, 2013).

A su vez, los espacios públicos (plazas y bibliotecas, hasta aceras y comercios) tienen un 

enorme potencial integrador, ya que pueden reforzar el estigma de una zona o incrementar 

su valoración tanto económica como simbólica. Sin alcanzar a constituirse en un espacio 

de profunda integración, tienen la posibilidad de incidir fuertemente en las condiciones de 

seguridad, bienestar e intercambio (Álvarez, 2019).

En suma, pese al enorme desafío presupuestal que suponen las políticas de vivienda e 

integración social, es importante comprender que se encuentran en el núcleo de varios de 

los problemas de desigualdad económica y social más importantes. 
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Ante las diversas incertidumbres que se analizaron con respecto al contexto global y la 

vulnerabilidad económica de un conjunto importante de hogares, las estrategias que aquí se 

proponen buscan desarrollar un camino proactivo que se anticipe a las crisis y evite pagar 

durante décadas los costos de las imprevisiones.

Esta perspectiva apunta no solo a superar déficits de vivienda y lograr el mejoramiento de 

las condiciones de vida de los más pobres, sino a alcanzar una visión de ciudad integrada y 

menos desigual, donde los distintos grupos compartan espacios e interacciones diversas y 

se fomente una idea de ciudadanía común.

Orientaciones para la convergencia

El bienestar de un país está ligado a las capacidades de sus ciudadanos. Desde este punto 

de vista, el despliegue y los resultados de las políticas de educación, salud, cuidados y vi-

vienda se vuelven decisivos para una convergencia de capacidades que permita potenciar 

el desarrollo. Pensar en desarrollar la capacidad de todas las personas implica resignificar 

varias de las discusiones nacionales en estas áreas claves. 

Pese a los avances, los servicios y políticas del país que más contribuyen al desarrollo 

humano presentan dificultades persistentes para equiparar resultados y revertir las inequi-

dades que se manifiestan a lo largo del ciclo de vida.

Una mirada conjunta a los objetivos de la Agenda 2030 y a los avances y desafíos del 

país en las últimas décadas en materia de desarrollo sostenible implican necesariamente 

que, junto con una transformación productiva, Uruguay debe impulsar un conjunto de políti-

cas públicas estratégicas en relación con su matriz de bienestar social. 

Requiere trascender la discusión sobre los mínimos exigibles y concentrarse en cómo de-

sarrollar el potencial transformador de las personas de cara al desarrollo sostenible. Implica 

minimizar los planteos respecto a etapas aisladas del ciclo de vida para comenzar a plasmar 

una visión acumulativa, continua e integral. También supone asumir una mirada de respon-

sabilidad e interés compartido entre todos los actores de la sociedad.

Desarrollo infantil. Ha sido ampliamente documentado que los aspectos centrales de 

las capacidades que tendrán las personas se desarrollan en los primeros años de vida. En 

particular, la capacidad de entender y resolver problemas, de sentir empatía, comunicarse 

y colaborar con otros, y la posibilidad de tener una vida plena y saludable se configuran en 

gran medida en estos primeros años. Esto también supone que las inversiones que influyan 

en el desarrollo en estas etapas tendrán mayores retornos que si se realizan en otros mo-

mentos del ciclo de vida (Conti y Heckman, 2012).

Desarrollar el máximo potencial de todos los niños y niñas requiere de la combinación 

de un conjunto importante de esfuerzos y recursos de la sociedad. La formación y el conoci-

miento de los referentes más cercanos, el tiempo de que disponen, su situación emocional, 

la disponibilidad de alimentos y su valor nutritivo, la existencia de entornos adecuados para 
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la protección y estimulación son solo una primera lista de algunos de los factores más im-
portantes en este proceso.

En este sentido, los hogares con menos activos en materia de educación, capital social y 
vivienda son los que enfrentan las mayores dificultades para afrontar por sí solos el desarro-
llo de este potencial. Las desigualdades en la distribución de estos activos son significativas; 
sin embargo, estas pueden ser revertidas a través de políticas públicas. Esto abre el espacio 
para la discusión de cómo abordar esos desafíos.

En Uruguay, el desafío de continuar incrementando las capacidades de las nuevas ge-
neraciones y generalizando el acceso al bienestar se enfrenta con un conjunto de barreras 
vinculadas a la desigualdad en los primeros años de vida. Desde antes del nacimiento, el 
acceso a los servicios y bienes básicos, el estado de salud, las condiciones de la vivienda y 
las capacidades para el cuidado están fuertemente condicionados por los ingresos y el nivel 
educativo de los adultos.

Los fenómenos como el bajo peso al nacer, la inseguridad alimentaria, el retraso de talla 
para la edad y las prácticas de crianza riesgosas duplican su incidencia cuando se diferen-
cian según los años de educación de la madre o la condición de pobreza monetaria del 
hogar (GEF, 2015).49 Estas desigualdades se ven ampliadas por las diferencias en las inser-
ciones institucionales en términos de acceso, intensidad y calidad de los servicios.

Pese a los logros históricos y los avances recientes, los resultados en materia de desa-
rrollo infantil muestran desigualdades persistentes según el nivel socioeconómico. A modo 
de ejemplo, los niños pertenecientes a hogares del 20 % más pobre tienen dos veces más 
probabilidad de presentar riesgo en sus habilidades de comunicación y resolución de pro-
blemas50 que los del 20 % más rico, y cuatro veces más probabilidad de presentar riesgo o 
retraso en el desarrollo psicomotor.51

Las diferencias que se generan en esta etapa son muy difíciles de revertir en el ámbito 
de la educación e incluso pueden verse ampliadas a lo largo de la infancia y la adolescen-
cia. Más allá de las capacidades que cada persona haya podido desarrollar en sus primeros 
años de vida, los aprendizajes y logros educativos obtenidos dependen en gran medida de 
los recursos que se involucren en los distintos procesos, tanto los que provienen de su en-
torno inmediato como los que se ponen en juego desde las instituciones educativas.

En el Uruguay existen distintas combinaciones de estas situaciones. La mayor dificultad 
se encuentra cuando el entorno socioeconómico y cultural es muy homogéneo y se com-
binan los niveles más bajos de desarrollo en la primera etapa de vida, con instituciones y 
hogares más carentes de recursos y capacidades a disposición del proceso educativo. En 
el otro extremo, instituciones y hogares que poseen capacidades y recursos abundantes, 
cuando se combinan con altos niveles de desarrollo en los primeros años, logran ampliar de 
manera significativa las oportunidades futuras de sus integrantes.

49  Con base en la Encuesta de Nutrición, Desarrollo Infantil y Salud (ENDIS), ola 1.

50  Medido para menores de 4 años a través del ASQ-3 (GEF, 2015).

51  Medido para niños de 2 años a través del TEPSI (GEF, 2015).



77

Transiciones hacia el desarrollo sostenible en Uruguay. Aportes para el debate

En este sentido, incluso por encima de los esfuerzos que se considere que haya que ha-

cer para alcanzar ciertos mínimos de generación de capacidades, la integración en un mis-

mo ámbito de enseñanza de niños y niñas con características heterogéneas y la distribución 

lo más equitativa posible de todos los recursos destinados a los procesos de enseñanza y 

aprendizaje aparecen como dos elementos claves para lograr una mayor igualdad en los 

resultados y un mejor desempeño colectivo.

Educación. Uruguay debe desarrollar un plan educativo centrado en los objetivos sustan-

tivos que se desean alcanzar y buscar la forma de garantizar los recursos necesarios para su 

implementación. El desafío de incrementar los recursos públicos destinados a la educación 

tiene implicaciones tanto en cobertura como en equidad, y esto se hace más evidente cuan-

do se comienzan a imaginar escenarios alternativos, por ejemplo, para la educación media.

En materia de contenidos, diversos trabajos (OIT, 2019; World Bank Group, 2018; Tikly, 

2017; Davis, 2016; Schwab, 2017) han señalado desafíos en materia de formación de capaci-

dades para las próximas décadas, tanto en el mundo del trabajo como en la convivencia, la 

cooperación, la comunicación y la ciudadanía. Los expertos difieren en el listado exacto y la 

agrupación por categorías de las habilidades y competencias necesarias para el futuro, pero 

todos coinciden en ir más allá de las fundamentales —lectura, escritura y matemática— y de 

las específicas para un empleo determinado, para incorporar habilidades no cognitivas o 

socioemocionales, competencias digitales y habilidades transferibles.52

En este sentido, el Marco Curricular de Referencia Nacional53 presentado por la Adminis-

tración Nacional de Educación Pública (ANEP) en 2017 aparece como un importante avance, 

en la medida en que introduce una definición de perfiles de egreso para la educación obli-

gatoria y perfiles de tramo (tercer y sexto años de primaria y tercer año de educación media 

básica). A su vez, los perfiles de egreso incluyen cinco rasgos generales a desarrollar por 

los estudiantes: habitar e intervenir en la complejidad del mundo; ejercer de manera plena 

su ciudadanía; pensar y actuar creativamente; emprender y desplegar proyectos personales 

y colectivos; comunicar y comunicarse.

Una vez acordados los perfiles de egreso, el desafío de la educación obligatoria puede 

ser repensado en términos de cómo lograr movilizar los recursos de la sociedad de manera 

efectiva para lograr que todos los jóvenes (y adultos) obtengan dichas capacidades y que 

también logren desarrollarlas de forma permanente. Dicha reflexión debería incluir desde 

las posibilidades de acreditar e integrar los contenidos de la educación no formal, que en 

2017 atendía a 80.000 estudiantes (MEC, 2018), hasta el potencial para desarrollar la forma-

ción dual en el Uruguay.

Pensar el vínculo entre la formación de capacidades y el mundo del trabajo requiere to-

mar en consideración al menos cuatro temas fundamentales: las posibilidades de incremen-

tar la productividad y complejizar la estructura productiva, los efectos de la cuarta revolución 

52  Aprender para saber, aprender para hacer, aprender para ser y aprender para convivir.

53  Disponible en: <https://mcrn.anep.edu.uy/sites/default/files/Documento%20MCRN%20agosto%202017.pdf>.
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industrial, el papel de la formación profesional y tecnológica y la segregación educativa 

según género.

Es muy difícil que Uruguay logre incrementar la productividad y las exportaciones de bie-

nes con mayor valor agregado sin mejoras en la formación de recursos humanos, al tiempo 

que estos cambios son necesarios para mejorar la demanda de empleo calificado y estimu-

lar la formación.

Por otra parte, la denominada cuarta revolución industrial ya está generando cambios en 

Uruguay y la orientación de sus efectos requiere de acciones proactivas. En este sentido, 

es preciso tener en cuenta que la incorporación de tecnología puede incrementar la des-

igualdad a través de dos mecanismos complementarios: un incremento de la proporción de 

capital frente al trabajo en la generación de valor y una concentración de la demanda de 

trabajo en los sectores más calificados. Un mecanismo para contrarrestar esta tendencia es 

la expansión de la formación técnico-profesional.

Finalmente, esta expansión podría hacer una importante contribución a la equidad de gé-

nero, si además de aportar a la culminación de ciclos e impulsar la generación de capacida-

des cada vez más pertinentes, estuviera acompañada de una reducción de la segregación 

educativa entre varones y mujeres.

Acceso a empleos de calidad. La calidad de los empleos, la remuneración, las condi-

ciones de trabajo, la estabilidad, seguridad y satisfacción con el trabajo son muy diferentes 

según el nivel educativo, el capital social y el género de las personas. Acceder a un trabajo 

decente está intrínsecamente relacionado con la posibilidad de contar con un empleo for-

mal, que garantiza el acceso a los derechos laborales y sindicales. La informalidad está muy 

sesgada respecto al nivel educativo de los trabajadores: mientras que para quienes termi-

naron la universidad es de un 4,2 %, para quienes terminaron educación secundaria es de 

12,6 % (datos de la Encuesta Continua de Hogares-INE, 2017).

Esta dinámica desigual de la formalidad según nivel educativo y salarios tiene efectos 

en la reproducción de la desigualdad de manera dinámica. Por un lado, los trabajadores 

informales ven restringida la cobertura frente a riesgos de caída de ingresos, pues no tienen 

derecho a los seguros de desempleo, ni a las licencias pagas por enfermedad ni maternidad. 

Por otro lado, su situación frente a la etapa inactiva de la vejez se ve comprometida en tér-

minos de prestaciones: podrán recibir una jubilación menor o tan solo acceder a la pensión 

a la vejez y, al mismo tiempo, en muchos casos tendrán que postergar su retiro.54

La generación de ingresos estables y adecuados, la seguridad y formalidad en la inser-

ción laboral permiten no solo tener un nivel de bienestar apropiado y el goce de derechos 

humanos básicos en el ámbito del trabajo, sino también invertir en la adquisición de activos 

54 Un aspecto por demás problemático refiere a las desigualdades de género por nivel educativo en la formalidad: la brecha 
respecto al trabajo informal es pronunciada en la población de menor calificación. Si a esto se le suma la no cobertura de 
la seguridad social de las personas que solo realizan tareas no remuneradas dentro del hogar (clasificadas como inactivas), 
que son en su gran mayoría mujeres, se genera una desigualdad de género dinámica respecto a las prestaciones sociales 
en la vejez. Esto explica la gran preponderancia de las mujeres en el acceso a las transferencias no contributivas en la vejez.
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que serán claves para la calidad de vida y posibilidades futuras: la atención de la salud, el 

aporte a la seguridad social y la vivienda.

Calidad de vida y cuidados. La esperanza y calidad de vida de las personas dependen 
de manera muy importante de las condiciones socioeconómicas iniciales, las condiciones 
de trabajo, los hábitos, las redes y el apoyo del entorno y el sistema de salud. Estos proce-
sos están profundamente entrelazados con los determinantes del bienestar a lo largo del 
ciclo de vida que se han mencionado y tienen profundas consecuencias en la duración y las 
condiciones con que se afrontan los últimos años.

De esta manera, quienes hayan tenido una buena inserción laboral a lo largo de su vida 
activa podrán acceder a mejores jubilaciones en su etapa de retiro, y por más tiempo, lo cual 
les va a permitir consolidar más y mejores activos, disponibles para transferir en su entorno. 
En el otro extremo, las inserciones laborales más precarias se asocian con una esperanza de 
vida menor, con la ausencia de activos acumulados a lo largo del ciclo de vida y, en el mejor 
de los casos, con acceso a una prestación mínima en el retiro.

Vivienda. La vivienda es de vital importancia en múltiples dimensiones, en tanto es el 
principal activo de los hogares y brinda seguridad económica, provee bienestar en forma di-
recta, condiciona la movilidad y el entorno urbano y, para los uruguayos, supone un elevado 
costo de acceso y mantenimiento.

La vivienda de calidad es un desafío muy exigente para quienes tienen baja capacidad 
de generar ingresos o no reciben los apoyos necesarios. Con empleos inestables y de baja 
remuneración, con niños y niñas en el hogar, estas dificultades se combinan y agravan en 
extremo hasta conformar factores de vulneración muy difíciles de revertir con políticas públi-
cas que aborden únicamente uno o algunos de los aspectos involucrados.

En suma, en cada una de las etapas del ciclo de vida, y a partir de todos sus instrumentos, 
el Estado juega un rol importante minimizando o ampliando desigualdades y aprovechando 
o no las oportunidades de potenciar el desarrollo del país.

Principalmente luego de la crisis del 2002, el Estado uruguayo amplió sus capacidades 
de intervención y ha jugado un rol creciente en la reducción de estas desigualdades. Sin 
embargo, a pesar de estos avances, es posible identificar oportunidades estratégicas que 
deberán ser abordadas por las políticas públicas en los años próximos.

En este sentido, se destaca un conjunto de políticas de bienestar prioritarias:

• Garantizar una protección social adecuada y suficiente desde el nacimiento hasta la vejez.

• Mejorar la coherencia de las intervenciones públicas y el apoyo a las familias.

• Ampliar las oportunidades para el aprendizaje y la adquisición de competencias a lo 
largo de toda la vida.

• Mejorar el acceso y la calidad de los servicios de educación y salud, disminuyendo la 
segregación.

• Universalizar el acceso a cuidados de calidad y expandir los servicios de forma equitativa.

• Fortalecer las políticas de vivienda e integración urbana.
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Si bien cabe reflexionar sobre la necesidad y las características específicas de cada una 

de estas políticas, es importante entenderlas como un sistema integrado y coherente, en la 

medida en que los logros de cada dimensión potencian los logros en las restantes. Cada 

uno de estos bloques es importante, dado que permite generar las condiciones necesarias 

para potenciar el bienestar de las personas en todas sus etapas vitales. La visión que los 

fundamenta consiste en contener las presiones hacia una mayor desigualdad, aumentar los 

niveles de integración y profundizar en la democratización de la sociedad.

Potenciar las capacidades de todas las personas desde la infancia

En este documento se ha analizado detenidamente el acceso a recursos por parte de los 

hogares con niños, subrayándose que los ingresos son necesarios, pero no suficientes para 

garantizar el bienestar en todas sus dimensiones.

En este sentido, las dinámicas propias de la provisión de los distintos servicios han mostrado 

importantes desigualdades en acceso y calidad, incluso en el caso de servicios públicos y gra-

tuitos. Esto supone que no es suficiente con la asignación de recursos, ya que se requiere una 

estrategia que modifique la propia lógica del despliegue de los servicios y su interacción con los 

destinatarios. El desafío en este punto va más allá de mejorar los resultados promedio y supone 

generar efectos positivos allí donde las condiciones son más complejas.

La segregación urbana y sus efectos suponen la necesidad de buscar que el despliegue de 

nuevos servicios y la adecuación de los actuales se hagan de forma equilibrada entre el objetivo 

de reducir las barreras de acceso para los hogares con mayores dificultades y la vocación de 

mantener un público amplio y diverso, como forma de facilitar la integración social.

En materia de salud, la potenciación de las capacidades de todas las personas supone un gran 

desafío para el sistema sanitario y para todas las políticas que influyen en los resultados de este.

Las desigualdades en el acceso y la calidad de los servicios tienen una incidencia muy rele-

vante en el desarrollo infantil (Campbell et al., 2014; Araujo, Dormal y Schady, 2017). En Uruguay, 

la probabilidad de realizar las consultas de salud prenatales es casi tres veces mayor entre 

las mujeres que tienen 13 o más años de estudio que entre las que alcanzaron nueve años de 

estudio o menos (GEF, 2015). Estos controles son de vital importancia no solo para detectar 

condiciones graves, sino también problemáticas más frecuentes y previsibles, con el fin de ser 

tratadas a tiempo. Ejemplo de ello son el bajo peso al nacer y la anemia, que son predictores 

importantes de la salud futura y detectados a tiempo tienen mayor probabilidad de ser tratados 

con éxito. 

Con respecto a los servicios de educación y cuidados, en 2019, mientras que la asistencia a 

un centro de educación inicial en niños de dos años pertenecientes a hogares del 20 % con ma-

yores ingresos era de 83%, entre el 20 % más pobre apenas alcanzaba al 42 % (ECH-INE 2019). 

Además, estas diferencias de cobertura se dan en un contexto de una fuerte segregación, en 

donde los quintiles de ingresos medios y altos se concentran en centros privados y los más 

bajos en centros públicos. A largo plazo, el objetivo de una mayor concurrencia a los servicios 
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Síntesis del capítulo

Una mirada conjunta a los objetivos de la Agenda 2030 y a los avances y desafíos del país 

en las últimas décadas en materia de desarrollo sostenible implica necesariamente que, 

junto con una transformación productiva, Uruguay deba impulsar un conjunto de políticas 

públicas estratégicas en relación con su matriz de bienestar social.

Las proporciones de población en cada tramo de edad dan cuenta de un proceso de 

envejecimiento estructural. Adicionalmente, las proyecciones muestran que a lo largo del 

públicos con integración brindados en centros educativos y de cuidados de niños de distintos 

estratos socioeconómicos, se torna fundamental, dado que se vincula con las posibilidades de 

una mejora continua en la calidad (véase, por ejemplo, Martínez y Sánchez Ancochea, 2016).

Estudios recientes sobre las prácticas de crianza muestran niveles de riesgo para prestar 

atención y observan diferencias significativas según el estrato socioeconómico, en aspectos 

claves como la discriminación en el trato entre varones y niñas, la cooperación y participación 

parental en la toma de decisiones y la propensión a poner límites mediante prácticas violentas 

(GEF 2015, con base en escala GIEP evaluada en la ola 1 de la ENDIS).

Teniendo en cuenta que casi el 40 % de los niños de 0 a 3 años en situación de pobreza viven 

solo con su madre y que, cuando los padres no conviven, solo la mitad de ellos realizan algún 

tipo de aporte económico es razonable pensar que una mayor participación de los padres, a 

partir del aporte económico, pero también de la dedicación en tiempo de cuidado y apoyo afec-

tivo, tendría impactos muy positivos en que todos los niños tengan una realización plena de sus 

derechos y capacidades.

Una expansión equitativa de los servicios de cuidado, articulada con diversas estrategias de 

apoyo a los hogares, cualquiera sea su composición, tiene el potencial de reducir las brechas en 

materia de desarrollo infantil, tanto a través de la atención directa de calidad como del fomento 

de prácticas de cuidado adecuadas. Dicho potencial aumenta cuando es posible desarrollar una 

estrategia integral de protección y promoción a la infancia entre las distintas instituciones, ser-

vicios y programas (Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay-INAU, MIDES, ASSE, ANEP y 

gobiernos locales.) A modo de ejemplo, la evaluación de impacto del Programa Uruguay Crece 

Contigo (Marroig et al., 2017) destinado a primera infancia, en su componente de acompaña-

miento, encontró resultados positivos en aspectos tan centrales como el estado nutricional de 

los niños, el desarrollo infantil y el acceso a transferencias monetarias.

Con relación al gasto público en educación inicial y cuidados, pese a los avances recientes, 

la inversión de Uruguay como porcentaje de su PBI es de alrededor de un 70 % de la que reali-

zan los países de la OCDE (0,5 % frente a 0,7 % del PBI). Si además se tiene en cuenta que estos 

países tienen niveles de producto muy superiores y una menor proporción de población en los 

primeros tramos de edad, se puede afirmar que los recursos destinados por niño a los cuidados 

de la primera infancia son considerablemente más bajos en Uruguay que en países de la OCDE.
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siglo XXI se experimentará una profundización del envejecimiento, al compás del descenso 

de la fecundidad, pero también del aumento de la esperanza de vida. Dada esta transición 

demográfica y los cambios en el mundo del trabajo, resulta necesario evaluar el efecto con-

junto del sistema de seguridad social, los cuidados y el sistema de salud en la vejez, para 

garantizar a las personas en esta etapa de la vida el ejercicio de sus plenos derechos. 

Uruguay es el país de la región con mayor cobertura de adultos mayores en el régimen 

de seguridad social, con niveles similares a los de los países desarrollados (OIT, 2018), tam-

bién en cobertura de salud y es el primer país con un Sistema Nacional de Cuidados en 

América Latina. Sin embargo, si la protección social no se adapta a medida que la esperanza 

de vida aumenta, las tensiones fiscales hacia el financiamiento del Estado de bienestar y los 

derechos de las personas adultas mayores incrementarán paulatinamente. De hecho, solo 

por el factor demográfico la población en situación de dependencia se duplicaría para 2050 

(Colacce y Manzi, 2017).

Las fuertes transformaciones en la composición de la población harán cada vez más re-

levantes las configuraciones de protección social, cuidados y salud, que además se verán 

más desafiadas en su financiamiento con la reducción del peso relativo de la población en 

edad de trabajar. Por lo tanto, este es un punto clave que requerirá de una estrategia clara y 

de largo plazo desde las políticas públicas para impulsar un desarrollo sostenible que incre-

mente el bienestar y la calidad de vida de la población.

El desempeño económico y productivo reciente impulsó importantes mejoras en el acce-

so y la calidad del empleo. El número de ocupados creció considerablemente (de 955.000 a 

1.628.000 personas) entre 2004 y 2019 (un fuerte crecimiento entre 2004 y 2011, y un poste-

rior estancamiento entre 2011 y 2019). Además, durante el período 2006-2019 se duplicó el 

número de trabajadores que aportan a la seguridad social (de 665.000 a 1.224.000). Sin em-

bargo, y a pesar de estos avances, persisten importantes vulnerabilidades agravadas por la 

situación de estancamiento en los últimos años. La situación del mercado de trabajo muestra 

que en 2019 el 47,7% de la población económicamente activa se encontraba: desempleada 

(8 ,9%, 158.000 personas), en situación de informalidad (24,8 %, 404.000 personas) o perci-

bía salarios muy bajos en términos reales (14 %, 228.000 personas).

Por otro lado, persisten desigualdades estructurales de género en el mercado laboral. La 

brecha salarial se encuentra ligada a la segregación ocupacional de género, tanto horizontal 

como vertical. El origen de estos fenómenos se vincula con los procesos de discriminación 

por el lado de la demanda (contratación, promoción, ascenso fijación de salarios y compen-

saciones), por el lado de la oferta (debido a las preferencias de las mujeres en un contexto 

caracterizado por una distribución desigual de los trabajos no remunerados, doméstico y de 

cuidados) y por estereotipos o normas sociales que conducen la elección de ciertos puestos 

de trabajo y, antes, a ciertas carreras profesionales u oficios. Una estrategia que logre dismi-

nuir la brecha de género en el mercado laboral, sin dudas redundará en un mayor bienestar 

social y crecimiento económico.
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A pesar de los desafíos persistentes del mercado laboral, el crecimiento económico sos-

tenido y el aumento del empleo y la formalidad han tenido como corolario un fuerte incre-

mento de los ingresos de los hogares y una mejora en su distribución, que se tradujo en 

una caída importante del índice de Gini (pasó de 0,46 en 2007 a 0,38 en 2012, para luego 

mantenerse en una relativa estabilidad).

En este contexto, la institucionalidad laboral tuvo un rol importante en la reducción de la 

desigualdad de ingresos en Uruguay, mediante el aumento sostenido del SMN y disminu-

ción de brechas salariales por la negociación colectiva tripartita. Asimismo, el aumento en 

los ingresos laborales por encima de la inflación tuvo su correlato en los ingresos de los 

pasivos, pues en Uruguay las jubilaciones se ajustan por el índice medio de salarios. Esta 

evolución favorable de las jubilaciones promedio fue complementada con la decisión de 

incrementar las jubilaciones y las pensiones mínimas, y de flexibilizar las condiciones para 

acceder a estas (Lavalleja, Rossi y Tenenbaum, 2018).

En el mismo sentido, algunos estudios muestran cómo la serie de reformas en las políti-

cas públicas con objetivos redistributivos, como la reforma tributaria, de salud y la creación 

de las asignaciones familiares no contributivas, generadas en los años 2006-2008, ha teni-

do un fuerte impacto en la reducción de la desigualdad. 

Sin embargo, al observar las características de los hogares que permanecen en situación 

de pobreza monetaria es posible comprender los alcances y limitaciones de los avances re-

cientes en materia de generación y distribución de los ingresos en el Uruguay. En estos hoga-

res, tan solo un 8 % de los adultos finalizó la educación media, la desocupación alcanza al 24 % 

y, para quienes obtienen empleo, la informalidad llega al 73 % (INE, 2019). Al mismo tiempo, el 

90 % de estos hogares están integrados por al menos un niño, niña o adolescente y el 47 % 

residen en municipios de la periferia montevideana (UNICEF, 2017). Es decir, se trata de hoga-

res que tienen un requerimiento mayor de recursos económicos y de servicios para satisfacer 

sus necesidades mínimas de bienestar, pero tienen mayores dificultades para acceder a estos.

De esta manera, el fortalecimiento de las transferencias a los hogares con menores de 

edad permitiría poner fin a la pobreza monetaria en Uruguay, igualar los niveles de protec-

ción que tienen otros grupos de edad y reducir la brecha con los países más desarrollados.

Considerando los múltiples vínculos que tienen entre sí la informalidad, el salario mínimo, 

las transferencias, la suficiencia de ingresos, los aportes a la seguridad y el acceso a pasivi-

dades, surgen con claridad tres consideraciones generales con relación al objetivo de ga-

rantizar una protección social adecuada a la largo de toda la vida. Por un lado, la importancia 

de la generación de empleos decentes como motor y piedra angular del esquema, teniendo 

en cuenta los desafíos que suponen las nuevas tecnologías. Por otro, la necesidad de con-

solidar una malla de protección social que sostenga los ingresos de los hogares en niveles 

adecuados frente a los distintos escenarios posibles. Y, finalmente, la necesidad de pensar 

ambos puntos como parte de un sistema que necesariamente incluya una mirada conjunta 

sobre impuestos y contribuciones.
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Con respecto al bienestar multidimensional, los logros en educación, salud, cuidados y 

vivienda insumen a los países más tiempo y esfuerzo que los avances en materia de ingre-

sos, pero, una vez alcanzados, se transforman en activos de las personas, que potencian el 

desarrollo y amortiguan las situaciones de crisis y recesión económica.

En los últimos años ha aumentado la inversión en educación y, con ello, el acceso, de-

mostrándonos que esta es una condición necesaria pero no suficiente para mejorar los 

resultados en términos de egreso y competencias de los estudiantes. Las diferencias so-

cioeconómicas explican la dispersión de resultados en términos de egreso y habilidades ad-

quiridas. Las medidas de desempeño escolar en matemáticas y lectura, evaluadas a través 

de la incidencia de los niveles más altos y más bajos en las pruebas, evidencian brechas de 

entre cuatro y seis veces entre las escuelas de contexto muy favorable y las de contexto 

muy desfavorable. Mientras tanto, los jóvenes de niveles socioeconómicos más altos tienen 

cinco veces más posibilidades de culminar la educación media que los de niveles más bajos.

Otra tendencia es el incremento de la segregación institucional y la inequidad que ge-

nera en términos de inversión, ya que la diferencia del gasto por alumno entre instituciones 

educativas públicas y privadas es de 2 a 1. Manteniendo los niveles de exclusión presentes 

a esa fecha, la sola equiparación de la inversión entre los subsistemas público y privado 

supone casi una duplicación de los recursos públicos destinados a este nivel. Pero también 

existen diferencias dentro del sistema público, ya que las instituciones ubicadas en barrios 

de mejor contexto socioeconómico presentan un gasto significativamente más alto.

La reforma del sistema de salud resultó en un importante aumento de inversión y cober-

tura. Esta mejora en el acceso, junto a avances recientes de la medicina, se han reflejado en 

logros importantes como el descenso en la mortalidad infantil y el aumento de la esperanza 

de vida. Sin embargo, persisten desafíos como la desigualdad territorial y la segregación 

institucional.

El aumento de la esperanza de vida trae aparejados desafíos en la calidad de este au-

mento. Las enfermedades crónicas no transmisibles causan grandes deterioros físicos, tras-

tornos agudos y discapacidad, que comprometen seriamente la autonomía física y generan 

dependencia. A la hora de analizar los cuidados en la vejez, es importante tener en cuenta 

que las desigualdades de recursos se ven reforzadas cuando se viven las consecuencias de 

estas enfermedades (mayor necesidad de recursos y menores posibilidades de generarlos). 

El desarrollo de sistemas de cuidado contribuye al bienestar social y económico desde 

planos tan diversos como el desarrollo infantil, el incremento de la autonomía de las perso-

nas en situación de dependencia y el desarrollo social, personal, laboral y económico de 

las cuidadoras familiares. Una transformación de este tipo no es posible sin un cambio en la 

forma en que la sociedad piensa los cuidados, además del presupuesto necesario para su 

implementación.

En términos de acceso a vivienda, en general se observa una caída en las privaciones, 

consistente con el crecimiento económico y la mayor generación de empleo. Sin embar-
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go, existen tendencias preocupantes en tanto la vivienda y la integración urbana tienen un 

enorme potencial transformador, puesto que además de ubicar a los hogares en el territorio, 

brinda acceso a variados servicios como la independencia, la seguridad y la privacidad. 

Además de ser el principal activo de los hogares, la vivienda afecta de manera directa la 

calidad de vida de las personas, su salud y su educación. Estas tendencias son una crecien-

te estigmatización de barrios vulnerables y una mayor segregación de personas de altos 

ingresos. La segregación residencial tiene un estrecho vínculo con la pobreza y el acceso a 

bienes públicos locales. En este sentido, se constata que los hogares con niños son los que 

presentan mayores carencias. Por otro lado, los jóvenes tienen grandes dificultades para 

acceder a una vivienda propia. 

Las políticas urbanas y de vivienda deben buscar un equilibrio entre la reducción de la 

segregación y la mejora del acceso. Algunos ejemplos son el fomento de un desarrollo inclu-

sivo del mercado de alquileres, la regulación del uso y precio del suelo, la construcción de 

vivienda social con subsidio a la demanda y apostar a otros elementos de integración, me-

jorando la movilidad, los espacios públicos y, principalmente, el fortalecimiento de la educa-

ción pública como un bien público local. Pese al enorme desafío presupuestal que suponen 

las políticas de vivienda e integración social, es importante comprender que se encuentran 

en el núcleo de varios de los problemas de desigualdad económica y social más profundos.

El bienestar de un país está ligado a las capacidades de sus ciudadanos. Desde este 

punto de vista, el despliegue y los resultados de las políticas de educación, salud, cuidados y 

vivienda se vuelven decisivos para una convergencia de capacidades que permita potenciar 

el desarrollo. Pensar en desarrollar la capacidad de todas las personas implica resignificar 

varias de las discusiones nacionales en estas áreas claves. Pese a los avances, servicios y 

políticas del país que más contribuyen al desarrollo humano presentan dificultades persis-

tentes para equiparar resultados y revertir las inequidades que se manifiestan a lo largo del 

ciclo de vida. En este sentido, se destaca un conjunto de políticas de bienestar prioritarias:

• Garantizar una protección social adecuada y suficiente desde el nacimiento hasta la vejez.

• Mejorar la coherencia de las intervenciones públicas y el apoyo a las familias.

• Ampliar las oportunidades para el aprendizaje y la adquisición de competencias a lo 

largo de toda la vida.

• Mejorar el acceso y la calidad de los servicios de educación y salud, disminuyendo la 

segregación.

• Universalizar el acceso a cuidados de calidad y expandir los servicios de forma equitativa.

• Fortalecer las políticas de vivienda e integración urbana.

Una mirada conjunta a los objetivos de la Agenda 2030 y a los avances y desafíos del país 

en las últimas décadas implica trascender la discusión sobre los mínimos exigibles y concen-

trarse en cómo desarrollar el potencial transformador de las personas de cara al desarrollo 
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sostenible. Implica minimizar los planteos respecto a etapas aisladas del ciclo de vida para 

comenzar a plasmar una visión acumulativa, continua e integral. También supone asumir una 

mirada de responsabilidad e interés compartido entre todos los actores de la sociedad.

Distribución de la riqueza, sistema impositivo y equidad: apuntes para 
repensar el financiamiento de las políticas 

Según coinciden en señalar varios autores y organismos internacionales (Atkinson, 2016; Pike-

tty, 2015; UNCTAD, 2019a), las desigualdades en materia de poder y riqueza a nivel global son 

una de las principales amenazas para lograr los objetivos de desarrollo, e incluso para mante-

ner un adecuado funcionamiento de los sistemas democráticos.

La visión de la Agenda 2030 entiende que disminuir la desigualdad de la riqueza y la des-

igualdad de los ingresos es una condición necesaria para compartir la prosperidad e impulsar 

un crecimiento económico sostenido en el tiempo.

En Uruguay, la distribución de la riqueza según los últimos datos disponibles (De Rosa, 

2018), muestra que el 0,1 % más rico tiene el 25 % de la riqueza total y el 50 % más pobre, apenas 

el 5 %. La distribución más desigual se observa en la riqueza asociada a los negocios, principal 

fuente de ingresos del capital (Agustoni y Lasarga, 2019). 

Esto puede resultar particularmente problemático en tanto el acceso a la propiedad de ac-

tivos no es en la gran mayoría de los casos resultado de la acumulación de ingresos propios, 

sino del traspaso de generación en generación. A través de la herencia se accede a un tercio 

del total de la riqueza que existe en la economía (Agustoni y Lasarga, 2019).55 La herencia se 

distribuye aún más desigualmente que la riqueza en general: el 67 % del valor de las viviendas 

heredadas lo posee el 10 % más rico. 

En el otro extremo, la riqueza de los sectores de menores ingresos es negativa. El 22 % de 

los hogares tienen riqueza negativa o cero, es decir, carecen de activos o directamente tienen 

deudas en su patrimonio neto (10 % tienen activo cero y 12 % tienen activos negativos) (Sanro-

mán y Santos, 2017).

En perspectiva internacional, en términos de desigualdad de la riqueza, Uruguay está a una 

distancia similar de los países emergentes que han crecido económicamente con elevados 

niveles de desigualdad de ingresos56 y de los países europeos de los que se cuenta con infor-

mación (que no son los países más igualitarios en distribución del ingreso ni los que cuentan 

con mayor movilidad social).57

En Uruguay, las expresiones de concentración de la riqueza tienen una importancia mayor 

para explicar la dinámica de la desigualdad, cuando, además, el país tiene una carga impositi-

55 La metodología y los datos empleados subcaptan esta estimación.

56 India, China y Rusia. 

57 Para la comparación se usaron las estimaciones del WID Dataset, y en el caso de Uruguay las realizadas por De Rosa 
(2018) ya que utilizan una metodología similar. Las diferencias metodológicas en la estimación entre De Rosa (2018) y 
Agustoni y Lasarga (2019) presuponen una mayor estimación de desigualdad de la riqueza en el caso de De Rosa (2017), 
tal cual sucede según los datos recogidos. En De Rosa (2018) el 10% más rico posee el 60 % del valor de la riqueza.
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va relativamente baja al patrimonio y a las herencias, y donde la imposición a los ingresos es 

beneficiosa hacia los ingresos del capital con relación a los del trabajo (Burdín et al., 2014; De 

Rosa, 2018). En este sentido, modificar la distribución de la carga tributaria para nivelar el tra-

tamiento que tienen los ingresos laborales y los ingresos que se obtienen por la propiedad de 

activos sería una de las medidas a evaluar para lograr una sociedad más equitativa.

En efecto, la discusión sobre el rol del sistema impositivo en la economía de un país es multidi-

mensional, ya que los impuestos pueden perseguir objetivos diferentes y a veces contradictorios. 

En este punto es importante hacer foco en el rol distributivo que tiene el sistema impositivo.

Algunos estudios sobre bienestar económico señalan que uno de los principales objetivos 

del sistema impositivo es redistribuir los ingresos para reducir la desigualdad. La evidencia 

empírica respalda esta idea, ya que como lo muestra la OCDE, una mayor carga tributaria está 

asociada a una mayor redistribución del ingreso para la población en edad de trabajar (OECD, 

2018). En este sentido, una carga tributaria alta parece ser una condición necesaria para gene-

rar una distribución más equitativa de los ingresos.

Según la OCDE, si observamos la carga tributaria con relación al PBI, Uruguay, con un 29 %, 

se encuentra segundo en la región, detrás de Brasil (33%), y por encima del promedio en La-

tinoamérica (25 % en 2018). De todos modos, los países de mayor desarrollo tienen una carga 

tributaria entre 10 y 15 puntos porcentuales mayor que la del Uruguay (ICTD, 2017).

Respecto al diseño de los sistemas impositivos, existe un consenso generalizado en la aca-

demia de que la carga tributaria enfocada a impuestos directos es más progresiva. Mientras 

que en los países de la OCDE ha habido una gran estabilidad en la composición de la carga 

tributaria, en América Latina esto se ha ido modificando (Gómez Sabaini et al., 2017). Por un lado, 

la carga tributaria en la región ha ido aumentando y, al mismo tiempo, la carga asociada a los 

impuestos directos ha aumentado relativamente más que la de los impuestos indirectos. Sin em-

bargo, las diferencias entre los dos grupos de países siguen siendo considerables, en particular, 

respecto al peso de los impuestos directos, que es mucho mayor en los países de la OCDE.

En 2016, la carga tributaria en Uruguay en impuestos indirectos comprendía la mitad de la 

carga tributaria total (Uruguay XXI, 2017), por lo que representaba un 14 % sobre el PBI. Uruguay 

es claramente un caso atípico a nivel mundial en ese sentido, no solo en la región, ya que su 

carga indirecta es mayor en 4 puntos porcentuales a la de los países de la OCDE. Con relación 

a los impuestos directos, en 2016 Uruguay tenía una carga 11,3 % mayor que la de los países de 

la región, pero seguía siendo bastante menor que la de los países de la OCDE.58

Finalmente, en un contexto de déficit fiscal elevado (MEF, 2018), es importante considerar 

que los incrementos de la carga impositiva requieren estrategias de transparencia pública y 

participación de la ciudadanía que permita a los ciudadanos valorar las mejoras en bienestar 

que se generan.

En este sentido, parece necesario generar nuevas narrativas en torno a la idea de carga 

fiscal. Esto implica que el gasto sea de calidad y tenga resultados claramente cuantificables. No 

58 Los principales impuestos indirectos son el IVA y el IMESI. Los principales impuestos directos son el IRPF y el IRAE.
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solamente suponen un incremento de la inversión pública hacia objetivos estratégicos, pero 

también un conjunto de externalidades positivas a cuantificar, valorar y difundir. 

Dichas externalidades van desde los efectos del desarrollo infantil en la formación de capa-

cidades y la productividad hasta los impactos de la inversión en viviendas sobre la distribución 

de la riqueza, la integración social y la reducción de la violencia. Además, esta consideración 

también incluye la necesidad de repensar la equidad intergeneracional de las intervenciones 

públicas actuales, por ejemplo, las transferencias de la seguridad social a sectores de nivel 

socioeconómico alto y el déficit de inversión en desarrollo infantil.



Agenda 2030 como 
oportunidad histórica
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Agenda 2030 como oportunidad histórica

A lo largo de este documento se analiza la relevancia de dos grandes transiciones impres-

cindibles para que el país avance hacia una trayectoria de desarrollo sostenible: la trans-

formación económico-productiva para la sostenibilidad y la igualdad, y la convergencia de 

capacidades para la inclusión. 

Un proyecto de desarrollo sostenible para el país requiere de un cambio estructural que 

promueva la generación de mayor valor agregado en la producción de bienes y servicios a 

través de la mejora en la formación y capacitación de sus trabajadores y la protección del 

patrimonio ambiental. 

A la vez, una mirada conjunta a los objetivos de la Agenda 2030 y a los avances y desa-

fíos del país en las últimas décadas en materia de desarrollo sostenible implica necesaria-

mente que, junto con una transformación productiva, Uruguay debe impulsar un conjunto de 

políticas públicas estratégicas en relación con su matriz de bienestar social.

Durante el proceso de elaboración del presente trabajo, la pandemia por COVID-19 era 

una situación imposible de predecir, por lo tanto sus efectos no están presentes en el aná-

lisis. Sin embargo, lejos de perder vigencia y relativizar el insumo, todas las trayectorias 

presentadas están siendo atravesadas por la pandemia global, por lo que el análisis y la 

propuesta se vuelven fundamentales. Según PNUD (2020),59 el desarrollo humano global 

está retrocediendo en 2020 por primera vez desde que se comenzó a medir en 1990. La 

pandemia por COVID-19 ha golpeado al mundo y a la economía global de una forma sin 

precedentes. Los gobiernos y las sociedades están enfrentando decisiones de políticas pú-

blicas inéditas y cruciales, mientras actúan para salvar vidas y no retroceder en el camino 

hacia un futuro sostenible. 

Desde PNUD se postula con firmeza que las decisiones de hoy, si se adoptan de forma ade-

cuada, podrían ser el punto de inflexión que permita pensar más allá de la recuperación y que 

impulsen la transformación de nuestras sociedades y nuestro planeta. Como sostiene Achim 

Steiner, Administrador global del PNUD, la pandemia se presenta como una oportunidad para 

invertir en la “década de la acción” no solo para ayudar a las poblaciones a recuperarse del 

59 Disponible en: <http://hdr.undp.org/sites/default/files/sp_pr_human_development_on_course_to_decline_for_the_first_
time_since_1990_.pdf>.

http://hdr.undp.org/sites/default/files/sp_pr_human_development_on_course_to_decline_for_the_first_time_since_1990_.pdf
http://hdr.undp.org/sites/default/files/sp_pr_human_development_on_course_to_decline_for_the_first_time_since_1990_.pdf
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impacto del COVID-19, sino para reconfigurar las trayectorias hacia el desarrollo del planeta y 

las personas en dirección a un futuro más justo, resiliente y ambientalmente sustentable.

Al inicio del documento se planteó identificar, delinear y analizar los espacios de política 
donde múltiples dimensiones interactúan y se conectan con potencial para producir trans-
formaciones, los que se definieron como nodos críticos. Este enfoque proporciona un con-
junto de oportunidades estratégicas o puntos de entrada como base para la formulación de 
políticas públicas integrales, coherentes e innovadoras. 

A partir de los dos nodos críticos analizados, se identifican un conjunto de puntos claves 
para incidir y generar cambios. Estos son una reagrupación estratégica de los problemas 
identificados, siguiendo la lógica de interconexión de problemas, para el abordaje de los 
nodos críticos. Las oportunidades identificadas son: la relación entre la productividad y la 
protección social, la dinámica productiva y las desigualdades persistentes, género y genera-
ciones en el mercado laboral, y capacidades educativas y oportunidades. 

Productividad y protección social. Los desafíos para Uruguay en materia económica, am-
biental y social siguen estando asociados a diferentes problemas vinculados a la estructura 
nacional de producción de bienes y servicios y a la matriz de bienestar social. La relación 
entre la productividad y las posibilidades de sostener y ampliar los esquemas de protección 
social se vuelve más tensa en un contexto de envejecimiento poblacional avanzado. Los 
cambios demográficos que Uruguay se encuentra transitando deben ser incorporados en la 
discusión sobre el tipo de desarrollo sostenible que el país pretende alcanzar.

A su vez, la influencia de las enfermedades crónicas no transmisibles en la pérdida de 
años de vida saludable y en el aumento de la dependencia en la etapa final (Alemán et al., 
2015) obligan a tener en cuenta que, para asegurar la sostenibilidad financiera del incremen-
to de costos asociados al envejecimiento, los factores de riesgo en salud son tan importan-
tes como el incremento de la producción y la productividad.

Sin una mejor distribución social de las responsabilidades sobre el cuidado de la población 
en situación de dependencia, la creciente presión sobre quienes realizan estas tareas puede 
limitar gravemente su participación laboral y social, y afectar negativamente su calidad de vida.

Dinámica productiva y desigualdades persistentes. Existe evidencia para Uruguay de 
que la elevada concentración de la riqueza y una leve movilidad social y económica (Araya, 
2019) son expresiones de las dinámicas productivas. Sin una transformación de la estructura 
productiva y de la calidad del empleo es difícil pensar que se puedan modificar los mecanis-
mos que afianzan las desigualdades. 

La evidencia internacional muestra que el incremento de la complejidad en la estructura 
productiva es decisivo para alcanzar mayores niveles de igualdad. Este cambio estructural 
implica, entre otros elementos, una mayor participación de la masa salarial en el valor agre-
gado de la economía, siendo esta una característica de las sociedades que han logrado ma-
yores avances en materia de igualdad y desarrollo. Además, la calidad de la inserción laboral 
y el acceso a la protección social son determinantes importantes de las oportunidades y la 
movilidad socioeconómica. 
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Género, generaciones y mercado laboral. El enfoque de género y generaciones amplía 

las fronteras de análisis económico, evidenciando que, en el conjunto de procesos necesa-

rios para producir los bienes y servicios que satisfacen las necesidades de vida de los seres 

humanos, se debe tomar en cuenta la producción que se da en el interior de los hogares, 

sobre la base del trabajo no remunerado y principalmente bajo la responsabilidad de las 

mujeres, debido a la división sexual de trabajo predominante.

La segmentación productiva y del mercado laboral limita el desarrollo económico y su con-

tribución al bienestar de la población, en particular, a través de las oportunidades de inserción 

y las trayectorias laborales de varones y mujeres. En particular, los jóvenes con poca formación 

educativa son los más perjudicados en el mercado de trabajo y quienes tienen mayores difi-

cultades para obtener los recursos y la protección social necesaria para lograr alcanzar niveles 

mínimos razonables de bienestar, tanto en el nivel individual como del hogar.

Por otro lado, el condicionamiento dado por la división sexual del trabajo está articulado con 

las características y sesgos del mercado laboral. En este sentido, el vínculo entre la heteroge-

neidad productiva y las desigualdades de ingresos debe incluir las desigualdades de género, 

ya que estas impiden la convergencia productiva, manteniendo y exacerbando las brechas 

entre productividad y remuneraciones (Espino et al., 2019). A su vez, por el menor aprovecha-

miento de capacidades, pueden actuar como un freno al desarrollo productivo o ser funciona-

les a un estilo de crecimiento económico no compatible con el desarrollo humano sostenible.

Combinando las distintas necesidades, se impone una discusión acerca de cómo lograr 

una distribución más equitativa de las cargas globales de trabajo y habilitar la posibilidad de 

generar roles nuevos y diferentes, tanto para las mujeres como para los varones.

Capacidades educativas y oportunidades laborales. En el caso de Uruguay, la desigual-

dad en la formación de las capacidades de las personas es un obstáculo para el crecimiento, 

dado que las posibilidades del país para incorporar mayor valor agregado e innovación en 

el proceso de producción dependen en gran medida del capital humano de su población.

El incremento en las capacidades de la población necesita de un importante avance del 

sistema educativo, pero también requiere de otras transformaciones estructurales en todo 

el ciclo de vida, entre las que se destacan: una reducción de la desigualdad en el desarrollo 

infantil, una reducción de la segmentación educativa y laboral por género, un incremento de 

la demanda por empleo técnico y tecnológico y una reforma del sistema de seguridad social 

en términos de equidad y sostenibilidad. 

Teniendo en cuenta los vínculos entre el desarrollo infantil, el desempeño educativo y la 

productividad laboral, parece necesario comprender que las posibilidades de un crecimien-

to económico sostenible e inclusivo implica aspectos diversos, desde niveles suficientes de 

protección social a la infancia hasta el impulso de políticas para un adecuado acceso a la 

vivienda y a servicios de calidad.60

60 Además, las desigualdades futuras dependen en gran medida de los recursos que se inviertan en el desarrollo de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes, y esta asignación no surge espontáneamente del mercado.
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Al mismo tiempo, es necesario ampliar la capacidad del sistema productivo para dinami-

zar el empleo de calidad. En un contexto de lento crecimiento de la expansión de los logros 

educativos, cabe preguntarse si la configuración productiva actual es dinámica en materia 

de demanda de los trabajadores de mayor calificación. 

En definitiva, los desafíos hacia el desarrollo sostenible están relacionados con la for-
ma en la que se configuran los procesos de producción y distribución del valor en la so-
ciedad. Y este elemento es clave tanto para resignificar del rol estratégico de las políticas 

públicas, como para consolidar en el tiempo una sociedad más justa y próspera.

Es el momento de recuperar el equilibrio entre las personas y el planeta, eliminando la 
puja entre el desarrollo económico y el cuidado del ambiente. La humanidad se encuentra 

en un punto de quiebre y el futuro posible depende del desarrollo sostenible. Este objetivo 

se debe cumplir mediante el diseño de soluciones basadas en la naturaleza y de bajo riesgo 

ambiental, como parte de una nueva red de seguridad social para el mundo; apuntalando 

el estímulo de alianzas público-privadas sostenibles en sectores estratégicos, como la eco-

nomía verde; impulsando la transformación de la agricultura para detener la contaminación 

y consecuente pérdida de biodiversidad, y la reflexión y acción integradas con el sector 

sanitario para combatir la contaminación atmosférica. 

Los desafíos eran grandes y la crisis los ha profundizado, pero el diseño y la calidad de 
la respuesta presenta una oportunidad histórica. Esta podría transformar el rol estratégico 

de las políticas públicas, para alcanzar y consolidar en el tiempo una sociedad más justa y 

próspera. El esfuerzo debe apuntar a ofrecer una vía más allá de la recuperación, con miras 

a 2030, para convertir el mayor retroceso del desarrollo humano en un salto cualitativo hacia 

el desarrollo sostenible.
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